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PRESENTACIÓN

Bajo el título ‘Derechos a la Intemperie’, este informe parte de una constatación 
fundamental: vivir en situación de calle supone una vulneración permanente de 
derechos. La intemperie no es únicamente una condición climática o espacial, es 
también una metáfora de desprotección institucional, fragilidad social y ausencia 
de garantías efectivas. Cuando los derechos quedan expuestos, sin políticas 
específicas, sin servicios adecuados y sin respuestas públicas sostenidas, dejan de 
ser mandatos constitucionales efectivos y se convierten en promesas incumplidas.

Observar y esforzarse por comprender las dinámicas que atraviesan a esta población 
obliga a replantear conceptos tan elementales como ciudadanía, identidad, 
pertenencia y protección. ¿Es posible ejercer ciudadanía sin haber accedido nunca 
a un certificado de nacimiento o a una cédula de identidad? ¿Puede alguien sentirse 
parte de una comunidad cuando su vida transcurre al margen de ella? ¿Cómo 
garantizar el acceso a la educación cuando incluso asearse depende de condiciones 
que no existen? ¿Cómo hablar de desarrollo integral cuando faltan una vivienda, 
una cama o una cocina, y conseguir un plato de comida puede convertirse en el 
principal desafío cotidiano?

Referirse a niñas, niños y adolescentes en situación de calle, implica visibilizar 
a uno de los sectores más invisibilizados por el Estado. La ausencia de datos 
estadísticos y demográficos, de investigaciones sistemáticas y de registros 
adecuados en los distintos servicios públicos dificulta dimensionar la magnitud real 
de la problemática. La información disponible sobre su acceso a salud, educación, 
identidad y mecanismos de protección sigue siendo fragmentaria e insuficiente. Esta 
carencia limita la comprensión estatal del fenómeno y, en consecuencia, debilita la 
formulación de políticas públicas orientadas a su prevención, atención y restitución 
de derechos.

La invisibilidad estadística no es neutral: produce exclusión. Aquello que no se mide, 
no se planifica; aquello que no se registra, no se prioriza. En este sentido, la ausencia 
de información sistemática constituye también una forma de desprotección; sin 
diagnóstico no hay política pública integral, y sin una política pública específica, 
la intervención estatal se reduce a respuestas fragmentadas, asistencialistas o de 
emergencia, que no logran modificar las causas estructurales de la situación de calle 
ni garantizar trayectorias reales de restitución de derechos.

Ante esta realidad, la Defensoría del Pueblo consideró imprescindible desarrollar 
una investigación que permitiera visibilizar los distintos componentes que 
configuran la vida en calle. Este informe además de examinar las competencias y 
respuestas institucionales del Estado, incorpora entrevistas, conversaciones y grupos 
focales con niñas, niños y adolescentes en situación de calle. Su elaboración se 
constituye, no solo en un ejercicio técnico, sino en un espacio de escucha, denuncia 
y reconocimiento, desde el cual las y los propios protagonistas puedan expresar sus 
experiencias, estrategias de supervivencia y percepciones sobre su relación con las 
instituciones públicas.

Escuchar sus voces permitió comprender que la situación de calle no es homogénea 
ni estática, y que existen trayectorias diversas, vínculos familiares intermitentes, 
experiencias de violencia, redes de solidaridad entre pares y estrategias de 
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subsistencia que desafían cualquier mirada simplificadora. Reconocer esta 
complejidad resulta indispensable para diseñar políticas públicas diferenciadas, 
integrales y sostenibles, que prioricen la prevención, la restitución de derechos y la 
construcción de proyectos de vida dignos.

El presente documento examina los alcances y limitaciones del Estado en el 
cumplimiento de su obligación de garantizar derechos a esta población. Para ello, 
contrasta las experiencias de vida de NNASC en su interacción con las instituciones 
públicas con las políticas, programas, proyectos y servicios implementados por los 
distintos niveles de gobierno. Este contraste permite establecer en qué ámbitos el 
Estado respondió de manera insuficiente y en cuáles mantiene deudas estructurales 
respecto al cumplimiento de las disposiciones establecidas por el Código Niña, Niño 
y Adolescente desde la gestión 2014 en materia de protección de niñas, niños y 
adolescentes en situación de calle.

Derechos a la Intemperie, por tanto, es más que un diagnóstico, es un llamado 
a transformar la respuesta estatal desde un enfoque de derechos humanos, 
corresponsabilidad y coordinación interinstitucional. La protección integral 
no puede depender de esfuerzos aislados ni de la voluntad circunstancial de 
determinadas autoridades, requiere decisión política, asignación presupuestaria 
suficiente, mecanismos claros de articulación y seguimiento, y respuestas sostenidas 
en el tiempo.

Garantizar que ninguna niña, niño o adolescente viva a la intemperie —física 
y jurídicamente— constituye una obligación impostergable del Estado y una 
responsabilidad colectiva de la sociedad. Este informe se presenta como una 
herramienta para ese propósito: visibilizar, interpelar y contribuir a la construcción 
de políticas públicas que aseguren que la protección no sea una excepción, sino una 
garantía efectiva para todas y todos.
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CNNA: Código Niña, Niño y Adolescente
CPE: Constitución Política del Estado

Corte IDH: Corte Interamericana de Derechos Humanos
DNA: Defensoría de la Niñez y Adolescencia
DS: Decreto Supremo

DSDR: Derechos Sexuales y Derechos Reproductivos
ETA: Entidades Territoriales Autónomas

FELCV: Fuerza Especial de Lucha Contra la Violencia
GAD: Gobierno Autónomo Departamental
GAM: Gobierno Autónomo Municipal
IID: Informe de Investigación Defensorial
INE: Instituto Nacional de Estadística
ITS: Infecciones de Transmisión Sexual

MJTI: Ministerio de Justicia y Transparencia Institucional
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1.   Introducción

La Constitución Política del Estado Plurinacional de Bolivia establece en 
su artículo 60 que es deber del Estado, la sociedad y la familia garantizar 
la prioridad del interés superior de la niña, niño y adolescente, debiendo 
para ello, asumir todas las medidas que sean necesarias para garantizar el 
pleno ejercicio de sus derechos, sea el derecho a la identidad, el derecho 
a la familia, los derechos sexuales y reproductivos u otros. Sin embargo, 
cuando se habla de niñas, niños y adolescentes en situación de calle 
(NNASC), pareciera más sencillo identificar qué derechos están siendo 
vulnerados, que pensar en uno solo que haya logrado ser garantizado. 

El Código Niña, Niño y Adolescente (CNNA), Ley N.° 548, en el artículo 
166.IV.c) presenta una definición de NNASC en la que incluye una 
desvinculación total o parcial de su núcleo familiar y la adopción de la calle 
como un espacio de hábitat, pernocte, sobrevivencia y relacionamiento 
social, entre otros aspectos vinculados a la dinámica de calle que implican 
una exposición a factores de riesgo y una vulneración sistemática de sus 
derechos. Esta definición visibiliza el estado situacional de este grupo 
poblacional, lo que, a su vez le permite al Estado plantear lineamientos 
específicos para el desarrollo de políticas públicas, programas y servicios 
que guíen el abordaje y atención de sus necesidades, así como también la 
restitución y garantía de sus derechos. 

El mismo año (2014) que se promulgó el CNNA, el Instituto Nacional de 
Estadística (INE) llevó a cabo el primer Censo de personas en situación 
de calle1 a nivel nacional que logró en su momento, llenar un vacío de 
información sobre esta población. El cual, debido a sus características 
habitacionales y alta movilidad, no fue contemplada en el censo de 
población y vivienda del 2012, ni censos previos al mismo. Dos años 
más adelante, el Ministerio de Gobierno, a partir del Viceministerio de 
Seguridad Ciudadana creó el Protocolo para la Prevención y Atención 
a Niñas, Niños y Adolescentes en Situación de Calle (2016), en el que 
identificó distintos actores a nivel nacional, departamental y municipal que 
debieran desarrollar y ejecutar programas, proyectos y servicios destinados 
a la protección de NNASC. 

1	 Estudio realizado por el Viceministerio de Defensa Social y Sustancias Controladas, en 
coordinación con el Instituto Nacional de Estadística y la Red Nacional de Personas en Si-
tuación de Calle el año 2014, publicado en la gestión 2015. Este estudio surge en respuesta 
a la Disposición transitoria tercera del CNNA.
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Sin embargo, ante esta problemática es indispensable verificar si los 
lineamientos que presentó el CNNA, los resultados obtenidos por el Censo 
de Personas en situación de calle y los esfuerzos para abordar a NNASC -a 
partir del protocolo realizado en 2016- representaron una respuesta efectiva 
por parte del Estado. O, por el contrario, si existe una falta de políticas 
públicas y programas para garantizar y restituir los derechos de NNASC 
desde las distintas competencias que posee el Estado en todos sus niveles.

Es necesario verificar si los Gobiernos Autónomos y el Estado, en su nivel 
central, implementaron de forma efectiva la Disposición Transitoria Décima 
Primera que menciona el CNNA con relación a la implementación de 
programas de prevención, abordaje y atención a NNASC, o si esta es una 
tarea pendiente que tiene el Estado desde el 2014. 

2.   Objetivos

Objetivo General

Evidenciar el cumplimiento de la disposición transitoria décimo primera 
del CNNA, referente a la creación de una política de protección específica 
para las niñas, niños y adolescentes en situación de calle, en particular, de 
prevención y atención de sus derechos a la identidad, salud y protección 
por parte del gobierno nacional y gobiernos subnacionales.

Objetivos específicos

a)	 Analizar las competencias y el cumplimiento de obligaciones 
de los diferentes niveles del Estado en su rol de garantizar los 
derechos de NNASC, a la protección y a la familia (filiación e 
identidad).

b)	 Analizar las competencias y el cumplimiento de obligaciones 
de los diferentes niveles del Estado en la prevención, atención 
y garantía para el ejercicio de sus derechos sexuales y 
reproductivos de NNASC.

c)	 Reflejar las dinámicas vinculadas a la vida de las niñas, niños y 
adolescentes en situación de calle y el impacto que tienen en 
la construcción de sus proyectos de vida y oportunidades de 
desarrollo.

3.   Alcance

La presente investigación defensorial tiene alcance nacional, poblacional, 
territorial, institucional, temporal y temático.

En cuanto al alcance poblacional, el informe toma como población sujeto 
de investigación a las niñas, niños y adolescentes en situación de calle, 
entendidos, conforme al artículo 166.IV.a) de la Ley N.° 548, Código Niña, 
Niño y Adolescente, como aquellas personas menores de 18 años que 
desvinculados total o parcialmente de sus familias, adoptaron la calle como 
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espacio de hábitat, vivienda, pernocte, socialización y sobrevivencia. Esta 
definición constituye el referente normativo principal del presente Informe 
de Investigación Defensorial, por ser la categoría legal vigente que activa 
obligaciones específicas de prevención, abordaje, atención y restitución 
de derechos por parte del Estado.

Sin perjuicio de ello, la investigación incorpora de manera complementaria 
los desarrollos interpretativos contenidos en la Observación General N.° 
21 del Comité de los Derechos del Niño, particularmente aquellos que 
permiten comprender la situación de calle como una realidad dinámica, 
heterogénea y marcada por vínculos sostenidos con el espacio público. 
Ello permite enriquecer la lectura de los hallazgos y evitar aproximaciones 
reduccionistas. No obstante, para fines analíticos, institucionales y de 
determinación de responsabilidades estatales, el informe adopta como 
delimitación operativa la definición prevista en la normativa boliviana.

En cuanto al alcance territorial, la investigación recoge información 
sobre el cumplimiento de competencias y obligaciones estatales en 
áreas urbanas de los nueve departamentos del país, comprendiendo las 
ciudades de La Paz, El Alto, Cochabamba, Santa Cruz de la Sierra, Sucre, 
Tarija, Trinidad, Cobija, Oruro y Potosí.

Asimismo, respecto al alcance institucional, se analizó el cumplimiento 
de competencias y obligaciones del nivel central del Estado, de los 
Gobiernos Autónomos Departamentales (GAD) y de los Gobiernos 
Autónomos Municipales (GAM), en función de sus atribuciones 
vinculadas a la protección integral, identidad, salud, educación 
y derechos sexuales y derechos reproductivos de niñas, niños y 
adolescentes en situación de calle.

El alcance temporal se contempla entre mayo y junio de 2025, solicitando 
información institucional sobre acciones desarrolladas desde la gestión 
2021 hasta la fecha del levantamiento de información.

Respecto al alcance temático, la investigación se centró en el análisis del 
cumplimiento estatal respecto al derecho a la protección, a la familia, 
a la identidad, a la salud, a la educación y a los derechos sexuales 
y derechos reproductivos, así como en las condiciones institucionales 
vinculadas a la construcción de proyectos de vida y oportunidades de 
desarrollo para NNASC.

De manera complementaria, de acuerdo con el Censo de personas en 
situación de calle de 2014, se realizó trabajo cualitativo en las ciudades 
de La Paz, El Alto, Cochabamba y Santa Cruz de la Sierra por concentrar 
el mayor porcentaje de esta población. En este componente se aplicaron 
entrevistas semiestructuradas y grupos focales con NNASC, así como 
entrevistas a educadores y, de manera excepcional, a jóvenes mayores 
de 18 años en situación de calle que mantienen vínculo directo, cotidiano 
o de convivencia con NNASC. 
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Este último grupo fue considerado como una fuente cualitativa 
complementaria para la comprensión de las dinámicas de calle, y no como 
población, objeto principal del informe. El carácter nacional del informe 
deriva del análisis institucional efectuado en los nueve departamentos 
y en el nivel central del Estado, mientras que el componente cualitativo 
tuvo un carácter focalizado en las cuatro ciudades mencionadas.

4.	 Metodología

La metodología que abarcó la presente investigación es de carácter 
descriptivo en cuanto se evidenció y analizó el estado situacional de las 
y los NNASC. Tanto a partir del marco normativo y competencias del 
Estado, como también desde las percepciones y discurso que tienen las 
NNASC y educadores que trabajan con esta población.

4.1.	  Técnicas utilizadas

Las técnicas utilizadas para el análisis y trabajo de la información obtenida 
son las siguientes: 

Revisión documental institucional: A través de una revisión de 
información oficial emitida por las distintas instituciones del Estado y 
una exploración del marco normativo vigente, se obtuvieron distintos 
aspectos cuantitativos y cualitativos de las acciones implementadas, 
protocolos utilizados y otros aspectos relacionados a garantizar o restituir 
los derechos de las y los NNASC. 

Triangulación de información: Mediante el estudio y revisión de los 
hallazgos obtenidos a partir del análisis de cada una de las fuentes 
de información primaria estudiadas, se realizó la triangulación de 
la información, que permitió visibilizar coincidencias en el discurso, 
discrepancias y vacíos. De esta manera, se pudo cuestionar, verificar 
e incluso refutar la información obtenida referente a los alcances del 
Estado. Esto permitió aumentar la credibilidad de los resultados y 
hallazgos que esta investigación pueda arrojar.

4.2.	  Herramientas

Para obtener la información correspondiente a la presente 
investigación, las herramientas utilizadas fueron las siguientes:

Cuadro 1. Herramientas de recojo de información

Herramienta Descripción Fuente de información

Entrevista 
semiestructurada

Conversaciones a profundidad mediadas por 
una guía de preguntas.

a)	 Educadores o personas que 
trabajan con relación a la 
temática de NNASC.

b)	 NNASC identificados como 
informantes clave.
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Herramienta Descripción Fuente de información

Grupos focales
Conversación con grupos de NNASC a partir 
de una guía de preguntas destinadas a la 
recolección de experiencias, percepciones y 
puntos críticos de análisis.

NNASC identificados por instituciones 
de sociedad civil en Cochabamba, La 
Paz, El Alto y Santa Cruz.

Diario de campo

Registro de los procesos, diálogos y 
observaciones del investigador en el proceso 
de recojo de información. Considerando desde 
el recorrido de calles en búsqueda de NNASC 
y acciones o conversaciones sostenidas con 
NNASC y/o educadores, de forma previa y 
posterior a la entrevista o grupo focal.

Percepciones referentes a:

a)	 NNASC participantes o 
acompañantes del proceso de 
recojo de información.

b)	 Educadores que participaron 
o colaboraron en el proceso de 
recojo de información.

Requerimientos de 
Informe Escrito

Solicitud de información oficial dirigida a 
instituciones del Estado en sus distintos 
niveles.

Instituciones estatales a nivel 
municipal, departamental y nacional.

Análisis 
documental

Revisión de leyes, políticas, informes, 
programas y otros para determinar hitos, 
dificultades y desafíos del estado en sus 
distintos niveles para la prevención y atención 
de la situación de calle.

Fuente: Elaboración propia de la Defensoría del Pueblo

4.3.	  Fuentes de información 

Para el desarrollo del presente informe se tomó en cuenta las siguientes 
fuentes de información:

Fuentes cualitativas: Se realizaron entrevistas semiestructuradas y grupos 
focales con niñas, niños y adolescentes en situación de calle, así como 
entrevistas a educadores que trabajan con esta población. 

De manera complementaria, se recogieron testimonios de jóvenes mayores 
de 18 años en situación de calle que mantienen contacto directo, familiar 
o convivencial con NNASC, con fines de contextualización y contraste 
cualitativo en los cuatro municipios con mayor índice poblacional en Bolivia. 
A partir de ello se alcanzó a un total de 53 NNASC y jóvenes en situación 
de calle, así como 12 educadores (Anexo 1. Tabla de fuentes de información 
identificadas). 

Con la finalidad de preservar el anonimato de las fuentes y facilitar la comprensión 
demográfica de cada verbalización, se asignó un código específico a cada 
persona consultada, el cual fue elaborado de la siguiente manera:

Cuadro 2. Codificación de fuentes de información

Región Grupo Sexo Edad

CBA= Cochabamba
SCZ= Santa Cruz

EA= El Alto
LPZ= La Paz

Número de 
grupo focal 
realizado (Si 
corresponde)

H=Hombre

M=Mujer

Edad de la persona entrevista (En 
algunos casos se asignó una edad 
aproximada al no disponer del dato.

Fuente: Elaboración propia de la Defensoría del Pueblo
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A partir de esta codificación, una persona que participó en un grupo focal 
podría figurar de la siguiente manera: LPZ2-M14.   Indicando que esta 
persona proviene de la ciudad de La Paz (LPZ), del segundo grupo focal 
realizado (2), es mujer (M) y tiene 14 años (14).  En los casos que 2 integrantes 
de un grupo focal poseían la misma edad, se asignó un número 2 al final del 
código de uno de ellos. Por ejemplo, en el caso de SCZ2-H16 y SCZ2-H16-2.

Cabe resaltar que varió la cantidad de grupos focales y entrevistas realizadas 
en cada ciudad debido a las características y dinámicas que NNASC 
poseen en cada región: en algunas ciudades como La Paz y Cochabamba, 
la disgregación de la población dificultó la realización de grupos focales 
amplios, lo cual derivó en la identificación de informantes clave para la 
realización de entrevistas semiestructuradas. Por otro lado, en Santa Cruz, 
al existir espacios de reunión o agrupación de NNASC, se pudo ponderar la 
aplicación de grupos focales.

Asimismo, es importante aclarar que si bien la investigación se enfocó en el 
recojo de información de NNASC, en algunas ciudades se entrevistó también 
a jóvenes mayores de 18 años en situación de calle y que se encuentran en 
relación constante con NNASC, ya sea por un vínculo familiar, como es el 
caso de dos madres en la ciudad de Cochabamba; o por formar parte de 
una dinámica grupal y social que involucre a NNASC y adultos, como es el 
caso de un grupo de jóvenes en la ciudad de El Alto. 

Requerimiento de información institucional: Se realizaron requerimientos de 
información escrita por medio de notas a distintas instituciones del Estado, 
tanto a nivel nacional, departamental y municipal. Contemplando aquellas 
instituciones que, debido a sus competencias y obligaciones, cumplen un rol 
fundamental en la protección y restitución de derechos de NNASC.

Si bien cada nota poseía un tenor específico en relación a las atribuciones 
de cada institución, en todas se incluyeron tres anexos generales solicitando 
información referente a programas, proyectos o servicios que involucren a 
NNASC, así como niveles de coordinación y el uso de protocolos, entre 
otros aspectos. Las instituciones consultadas fueron las siguientes:

Cuadro 3. Instituciones consultadas

Región Instituciones

Nacional

Ministerio de Justicia y Transparencia Institucional
Ministerio de Gobierno

Ministerio de Salud y Deportes
Ministerio de Educación

Órgano Electoral Plurinacional
Comando General de la Policía

GAD La Paz, Oruro, Potosí, Cochabamba, Chuquisaca, Tarija, Pando, Beni, 
Santa Cruz.
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Región Instituciones

GAM Cobija, Cochabamba, Sucre, El Alto, La Paz, Oruro, Potosí, Santa 
Cruz de la Sierra, Tarija, Trinidad.

Fuente: Elaboración propia de la Defensoría del Pueblo

La organización y procesamiento de la información recolectada se 
orientó a partir de los objetivos específicos de la investigación. En ese 
marco, el análisis se estructuró en tres ejes principales: i) el cumplimiento 
de competencias y obligaciones estatales vinculadas a la protección, la 
familia y la identidad de niñas, niños y adolescentes en situación de 
calle; ii) el cumplimiento de competencias y obligaciones estatales en 
materia de salud y derechos sexuales y derechos reproductivos; y iii) las 
dinámicas asociadas a la vida en calle y su incidencia en la construcción 
de proyectos de vida y oportunidades de desarrollo. Esta organización 
permitió articular la información normativa, institucional y cualitativa en 
función de los hallazgos relevantes del informe.
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1.	 Análisis

El presente capítulo analiza los hallazgos obtenidos a partir del contraste 
entre la información institucional recabada mediante requerimientos de 
informe escrito, la evidencia cualitativa obtenida en entrevistas, grupos 
focales y diarios de campo, y el marco normativo nacional e internacional 
aplicable a la protección integral de niñas, niños y adolescentes en situación 
de calle. Bajo este enfoque, el análisis trasciende la mera descripción sobre 
la existencia o ausencia de programas, proyectos, servicios o acciones 
estatales, orientándose a determinar cómo las omisiones, insuficiencias y 
respuestas fragmentadas del Estado, en sus distintos niveles, inciden en 
la vulneración de derechos humanos de NNASC. En concordancia con 
la estructura metodológica de los IID, este acápite relaciona los hechos 
relevados con las obligaciones estatales de respetar, proteger y garantizar 
derechos, a fin de identificar incumplimientos, responsabilidades 
institucionales y sus efectos concretos sobre esta población.

La investigación permitió evidenciar que la situación de calle no constituye 
únicamente una condición de pobreza o exclusión social, sino una expresión 
compleja de desprotección estructural, caracterizada por la concurrencia de 
múltiples vulneraciones de derechos y por respuestas estatales insuficientes, 
desarticuladas o inexistentes. La ausencia de políticas públicas específicas, 
la débil articulación interinstitucional, la falta de registros diferenciados, 
la insuficiencia de servicios especializados y la persistencia de prácticas 
institucionales revictimizantes configuran un escenario en el que el Estado 
no cumple de manera integral con su deber reforzado de protección hacia 
niñas, niños y adolescentes en situación de calle.

Bajo esta lógica, el presente capítulo se estructura en cuatro bloques: i) 
Incumplimiento y omisión de obligaciones en el marco del derecho a la 
protección y a la familia; ii) Incumplimiento y omisión de obligaciones en 
relación con el derecho a la identidad; iii) Incumplimiento y omisión de 
obligaciones en relación con el derecho a la salud y los derechos sexuales y 
derechos reproductivos; y iv) Incumplimiento y omisión de obligaciones en el 
desarrollo de facilidades para garantizar proyectos de vida y oportunidades 
de desarrollo a niñas, niños y adolescentes en situación de calle.
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1.1.	  Vulneración del derecho a la protección y a la familia

El derecho a la protección de niñas, niños y adolescentes impone al 
Estado la obligación de respetar, proteger y garantizar sus derechos, 
particularmente cuando se encuentran expuestos a situaciones de 
violencia, negligencia, abandono, explotación o exclusión social. En esa 
línea, el artículo 15 de la Constitución Política del Estado establece que 
“toda persona tiene derecho a la vida y a la integridad física, psicológica 
y sexual”, y que nadie puede ser sometido a tratos crueles, inhumanos, 
degradantes o humillantes. A su vez, el artículo 59 dispone que toda 
niña, niño y adolescente tiene derecho a su desarrollo integral y a crecer 
en el seno de su familia de origen o, cuando ello no sea posible, en un 
entorno que garantice su protección, cuidado y dignidad.

En el mismo sentido, el Código Niña, Niño y Adolescente reconoce 
que el deber estatal de protección se intensifica frente a niñas, niños 
y adolescentes en situación de calle. Así, el artículo 166.IV.a) los define 
como quienes se desvincularon total o parcialmente de su familia 
y adoptaron la calle como espacio de hábitat, vivienda, pernocte, 
socialización y sobrevivencia; además, dispone que el Estado debe 
“privilegiar programas para la atención de niñas, niños y adolescentes 
en situación de calle”. Esta previsión normativa no se agota en una 
declaración programática, exige medidas concretas de prevención, 
atención, restitución de derechos y articulación interinstitucional.

Desde el enfoque internacional de derechos humanos, el Comité de los 
Derechos del Niño señaló que la respuesta estatal frente a niñas, niños y 
adolescentes en situación de calle debe basarse en estrategias integrales, 
sostenidas y con enfoque de derechos, evitando respuestas incompletas, 
asistencialistas o represivas (Comité de los Derechos del Niño, 2017, 
párrafos. 7, 13 y 53). Bajo ese marco, la presente investigación evidencia 
que, pese al reconocimiento normativo existente, la respuesta estatal, 
en Bolivia continúa siendo insuficiente, parcial y débilmente articulada.

En efecto, la información relevada muestra ausencia de lineamientos 
nacionales claros, escasa implementación de programas especializados 
en los niveles subnacionales, debilidad en la articulación interinstitucional, 
insuficiente protocolización de la intervención y persistencia de vacíos 
de registro. En términos de derechos humanos, ello no constituye 
únicamente una falencia administrativa, sino una omisión estatal que 
debilita la capacidad pública de prevenir la situación de calle, interrumpir 
trayectorias de vulneración y restituir derechos de manera efectiva. 
Esta insuficiencia institucional expone a niñas, niños y adolescentes a 
permanencias prolongadas en calle, a desvinculación familiar no abordada 
adecuadamente y a la continuidad de escenarios de desprotección.
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a)	 Ausencia de lineamientos, planes y políticas públicas 
específicas para la atención de NNASC

Una de las principales omisiones identificadas en la investigación es la 
ausencia de una política pública integral, específica y sostenida para la 
prevención, abordaje y atención de niñas, niños y adolescentes en situación 
de calle. Esta omisión compromete prioritariamente al nivel central del 
Estado, dado que es allí donde radica la responsabilidad de ejercer 
rectoría, formular lineamientos nacionales, establecer estándares mínimos 
de actuación y articular el funcionamiento del Sistema Plurinacional de 
Protección Integral de la Niña, Niño y Adolescente.

El Código Niña, Niño y Adolescente, en sus artículos 159 a 164, establece 
la estructura del Sistema Plurinacional de Protección Integral de la Niña, 
Niño y Adolescente y dispone que éste debe articular órganos, instancias, 
instituciones, entidades y servicios para garantizar el pleno ejercicio de 
derechos. Asimismo, la Disposición Transitoria Décimo Primera impuso 
al Estado la obligación de diseñar e implementar una política pública 
específica para niñas, niños y adolescentes en situación de calle. En 
consecuencia, la inexistencia de una política nacional en esta materia no 
puede ser entendida como una simple ausencia de planificación: constituye 
el incumplimiento de un mandato legal expreso.

En la información relevada, el entonces Ministerio de Justicia y Transparencia 
Institucional no reportó la existencia de una política nacional específica, 
vigente y sostenida dirigida a NNASC. La respuesta institucional se limitó 
a mencionar acciones de monitoreo realizadas en gestiones anteriores 
respecto a centros o programas subnacionales, sin que ello se tradujera 
en lineamientos nacionales, metas, estándares de atención o instrumentos 
de articulación interinstitucional. Del mismo modo, en el Plan Estratégico 
Institucional 2021-2025 del entonces MJTI, no se identificaron resultados 
específicos dirigidos a esta población, ni una incorporación expresa de esta 
problemática en los principales instrumentos multisectoriales revisados.

Esta omisión resulta particularmente preocupante, porque NNASC 
constituye una población en situación de vulnerabilidad reforzada, 
cuya atención exige una respuesta estatal especializada y coordinada. 
La ausencia de una política pública específica impide la planificación 
adecuada de recursos y servicios, debilita la capacidad de respuesta de 
los niveles departamental y municipal, y contribuye a que la problemática 
continúe siendo abordada de manera reactiva y desigual.

Desde una perspectiva de derechos humanos, ello repercute directamente 
en la efectividad del derecho a la protección. Cuando el nivel central no 
define lineamientos ni prioridades específicas, los gobiernos subnacionales 
quedan sin parámetros claros sobre qué programas implementar, qué 
estándares mínimos garantizar, cómo coordinar entre sí y cómo evaluar 
resultados. Como advirtió el Comité de los Derechos del Niño, la falta de 
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estrategias nacionales y de datos adecuados vuelve invisibles a los niños 
en situación de calle y favorece respuestas puntuales o de corto plazo, en 
lugar de políticas estructurales y sostenidas (Comité de los Derechos del 
Niño, 2017, párr. 7).

Esta insuficiencia en la respuesta estatal también debe ser valorada a la 
luz de los estándares internacionales recientemente dirigidos al Estado 
boliviano. En sus Observaciones finales sobre los informes periódicos 
quinto y sexto combinado de Bolivia, el Comité de los Derechos del 
Niño recomendó expresamente que el Estado “refuerce las políticas 
integrales de protección de los niños en situación de calle” (Comité 
de los Derechos del Niño, 2023, párr. 45.a). Esta recomendación no 
tiene un carácter meramente orientador en términos políticos, sino que 
constituye un parámetro concreto de evaluación del cumplimiento de las 
obligaciones estatales derivadas de la Convención sobre los Derechos 
del Niño. En consecuencia, la ausencia de una política pública específica, 
la débil rectoría institucional y la falta de lineamientos nacionales 
suficientemente claros permiten establecer que el Estado boliviano no 
ha dado cumplimiento a una obligación que, además de encontrarse 
prevista en la normativa nacional, ha sido reafirmada de manera expresa 
por el órgano de tratado.

A ello se suma que, la investigación no evidenció que el sistema 
nacional de información de niñez y adolescencia estuviera produciendo 
información específica y funcional sobre NNASC. Esa carencia limita la 
posibilidad de dimensionar el problema, orientar decisiones públicas 
y hacer seguimiento efectivo a las medidas de protección. Por ello, el 
incumplimiento del nivel central no solo se refleja en la ausencia de 
una política específica, sino también en la falta de instrumentos de 
información y seguimiento que permitan visibilizar la problemática y 
orientar respuestas integrales.

b)	 Falta de programas, servicios y mecanismos especializados 
de protección integral en el nivel departamental y municipal

La ausencia de rectoría y lineamientos nacionales se proyecta de forma 
directa sobre la respuesta subnacional. En el nivel departamental, el 
artículo 183 del Código Niña, Niño y Adolescente asigna a las instancias 
técnicas departamentales la responsabilidad de diseñar e implementar 
centros y programas de atención para niñas, niños y adolescentes en 
situación de calle. Sin embargo, la investigación mostró que la mayoría 
de los Gobiernos Autónomos Departamentales consultados no dieron 
total cumplimiento a esa obligación.

De los nueve GAD consultados, únicamente Cochabamba y Santa Cruz 
reportaron contar con programas vinculados específicamente a NNASC. 
En contraste, con el resto de los departamentos, se identificaron centros 
de acogida generales, acciones aisladas, reuniones o mecanismos 
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parciales de coordinación, pero no de carácter especializado, sostenido 
y suficiente de prevención, abordaje, atención y restitución de derechos 
dirigida específicamente a esta población. En algunos casos, como en 
el GAD de La Paz, la información proporcionada no permitió identificar 
con claridad la existencia de un programa departamental específico; en 
otros, como Oruro y Potosí, la respuesta evidenció acciones limitadas, no 
especializadas o hasta insuficientes.

Esta situación es jurídicamente relevante, porque la obligación legal 
departamental no consiste en realizar acciones aisladas o indirectas, 
sino en desarrollar respuestas especializadas y sostenidas acordes con la 
complejidad de la situación de calle. Por ello, la ausencia de programas 
específicos en la mayoría de los departamentos no puede ser leída solo 
como una limitación operativa o presupuestaria, sino como una expresión 
de incumplimiento de obligaciones de protección especial.

En el nivel municipal, la situación es igualmente preocupante. De los 
10 Gobiernos Autónomos Municipales consultados, solo Cochabamba, 
Sucre y Tarija reportaron un programa, proyecto o servicio activo vinculado 
a NNASC o a acciones preventivas directamente relacionadas con esta 
problemática. En contraste, otros municipios, como La Paz, El Alto y 
Santa Cruz, indicaron que la atención a esta población se realiza a través 
de programas no especializados o mediante acciones de coordinación 
con organizaciones de la sociedad civil; pero no a través de programas 
municipales establecidos y sostenidos.

En el caso del GAM de La Paz, la institución no proporcionó información 
sobre programas, protocolos o mecanismos de intervención relacionados 
con NNASC, lo que constituye una omisión de respuesta relevante para 
el análisis. En el GAM de El Alto se reportó que existió un programa que 
atendía a NNASC hasta la gestión 2023; pero desde la gestión 2024 la 
atención se concentra en personas adultas en situación de calle. En el 
GAM de Santa Cruz de la Sierra, la intervención respecto a NNASC se 
realiza bajo el criterio técnico de “riesgo social”, sin la identificación de 
un programa municipal específico para esta población.

Desde el enfoque de derechos humanos, esta insuficiencia de programas 
y mecanismos especializados vulnera el derecho a la protección 
especial de NNASC y limita seriamente su acceso a procesos reales de 
restitución de derechos. Cuando el gobierno subnacional no cuenta con 
programas específicos, equipos especializados ni respuestas sostenidas, 
la atención se reduce a acciones episódicas y reactivas que no modifican 
estructuralmente la situación de desprotección. De este modo, la 
respuesta pública deja de operar como garantía efectiva y se convierte 
en una intervención contingente, dependiente de circunstancias locales, 
de la voluntad institucional o de la actuación de terceros.
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c)	 Débil articulación interinstitucional, ausencia de protocolos y 
vacíos de registro estatal sobre NNASC

La insuficiencia de programas se agrava por tres déficits estructurales 
que atraviesan el sistema de protección: la débil articulación 
interinstitucional, la ausencia de protocolos específicos de intervención 
y los vacíos persistentes de registro estatal sobre NNASC. Estos tres 
componentes son indispensables para una respuesta estatal eficaz; 
sin embargo, la investigación evidenció que, en la práctica, operan de 
manera desigual o inexistente.

En materia de articulación interinstitucional, tanto gobiernos 
departamentales como municipales reportaron en algunos casos 
reuniones, redes o mesas de trabajo relacionadas con la temática. 
Entre ellos, el GAM de Cochabamba informó la realización de 
mesas de trabajo interinstitucionales; el GAM de Sucre mencionó 
coordinación con organizaciones de la sociedad civil; el GAD de 
Cochabamba identificó espacios de articulación entre distintas 
instancias departamentales; y el GAD de Santa Cruz reportó esfuerzos 
de coordinación mediante mesas de trabajo. Por su parte, el GAM de 
El Alto señaló acciones de coordinación con la Policía y con algunas 
fundaciones. No obstante, estos espacios no siempre se traducen 
en rutas formales de intervención, corresponsabilidad efectiva entre 
instituciones, mecanismos de seguimiento o continuidad de atención.

La debilidad de esta articulación tiene consecuencias directas, porque 
cuando no existen rutas claras de derivación y acompañamiento 
entre salud, educación, Defensorías de la Niñez y Adolescencia, 
registro civil, policía y otras instancias competentes, la atención 
depende excesivamente de la voluntad de servidores públicos o 
de la intervención de la sociedad civil organizada y fundaciones. 
La investigación mostró precisamente que varias restituciones de 
derechos fueron viabilizadas gracias a la mediación de educadores 
de calle, organizaciones no gubernamentales o entidades privadas, 
lo que pone en evidencia una insuficiencia del sistema público y una 
delegación de funciones de protección que deberían ser asumidas 
directamente por el Estado.

A ello, se suma la ausencia de protocolos específicos de intervención. 
En el nivel departamental, solo los GAD de Cochabamba y Santa Cruz 
reportaron la utilización de protocolos para la atención de NNASC. 
En cambio, en los GAD de La Paz, Oruro y Chuquisaca no reportaron 
protocolos específicos y tampoco acreditaron instrumentos formales 
de actuación diferenciada. En el nivel municipal, únicamente el GAM 
de Cochabamba reportó el uso de protocolos específicos para la 
atención de esta población, por el contrario, GAM de El Alto y Santa 
Cruz de la Sierra no reportaron protocolos diferenciados, mientras 
que el GAM de La Paz no proporcionó información. Esta ausencia de 
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protocolos genera discrecionalidad, respuestas desiguales y falta de 
continuidad institucional, favoreciendo intervenciones asistemáticas y 
alejadas del enfoque de protección integral.

Por otra parte, uno de los principales déficits estructurales 
identificados, es la falta de registros adecuados sobre NNASC, lo que 
impide conocer con precisión cuántos niños, niñas y adolescentes en 
situación de calle están siendo atendidos, qué derechos están siendo 
vulnerados, qué intervenciones reciben y cuáles son los resultados de 
esas intervenciones. La Observación General N.° 21 del Comité de los 
Derechos del Niño (2017) alerta que la invisibilidad estadística no es 
neutra, sino que limita la formulación de políticas, impide el monitoreo 
de la cobertura y debilita la posibilidad de diseñar respuestas basadas 
en evidencia (Comité de los Derechos del Niño, 2017, párr. 7).

La persistencia de estos vacíos de articulación, protocolos y registro 
resulta todavía más preocupante si se considera que el Comité de los 
Derechos del Niño, en sus Observaciones finales de 2023 al Estado 
boliviano, no solo recomendó reforzar las políticas integrales de 
protección de niños en situación de calle, sino también actualizar los 
datos nacionales, aplicar y evaluar el Modelo Nacional de Prevención 
y Atención Integral e Intersectorial y garantizar accesibilidad a 
servicios de protección, atención psicosocial y apoyo jurídico gratuito 
(Comité de los Derechos del Niño, 2023, párr. 45). En ese marco, 
la inexistencia o debilidad de mecanismos estatales de registro, 
seguimiento y articulación no constituye únicamente una falencia 
organizativa, sino una evidencia de incumplimiento de estándares 
internacionales recientes y específicos dirigidos al Estado boliviano 
respecto de ésta población.

En el ámbito de salud, el Ministerio de Salud y Deportes, 
junto con los Servicios Departamentales de Salud (SEDES), no 
reportaron información desagregada sobre NNASC, lo que hace 
imposible evaluar el alcance de la atención de esta población en 
el Sistema Único de Salud (SUS). El artículo 19 de la Ley N.° 548 
establece que, el Estado debe asegurar el acceso a la salud de 
las niñas, niños y adolescentes y de forma específica para NNASC 
el artículo 28.2 señala que deberán contar con un programa de 
detección de infecciones y tratamiento gratuito; sin embargo, la 
falta de estos datos desagregados muestra el incumplimiento a 
esta obligación legal. 

De acuerdo con el informe del SEDES de Santa Cruz, está institución 
no cuenta con un registro diferenciado para NNASC en su sistema de 
información, lo que limita su capacidad para realizar un seguimiento 
adecuado de las necesidades de salud de esta población y garantizar 
una atención integral.
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Ya en el ámbito educativo, el Ministerio de Educación no posee una 
categoría específica para NNASC dentro de su sistema educativo, como se 
evidenció en su respuesta, justificando que no se contempla una categoría 
específica en el Sistema de Información Educativa para “estudiantes en 
situación de calle”, ya que esta situación se considera una problemática 
estructural que requiere una intervención articulada entre distintos niveles 
del Estado y diversos sectores de la sociedad. El artículo 16 de la Ley N.° 
548 establece que el Estado debe garantizar la igualdad de oportunidades 
en el acceso a la educación para todos los niños y adolescentes, lo que 
incluye a aquellos que se encuentran en situación de calle. 

La falta de categorización dificulta el seguimiento y la integración de 
los NNASC al sistema educativo, ya que no se registran de manera 
diferenciada, y las intervenciones que se hacen son genéricas, sin un 
enfoque especializado. El artículo 28 de la Convención sobre los Derechos 
del Niño refuerza el derecho de todos los niños y niñas a recibir educación 
de calidad, sin discriminación ni exclusión, siendo el Estado el que debe 
adoptar medidas para fomentar la asistencia regular a las escuelas y reducir 
las tasas de deserción escolar.

Por otro lado, el SEGIP y los SERECI tampoco reportaron un sistema 
adecuado para identificar a NNASC, lo que genera que los niños, niñas 
y adolescentes en situación de calle tengan dificultades para acceder a 
documentación personal básica, como la cédula de identidad o el registro 
civil. El artículo 59. IV de la CPE establece: “Toda niña, niño y adolescente 
tiene derecho a la identidad y la filiación respecto a sus progenitores”, y 
este derecho incluye el derecho a tener una nacionalidad y un nombre. 
Sin embargo, la falta de acceso a la documentación para la población 
de NNASC perpetúa su exclusión social y dificulta acceder a servicios 
básicos que dependen de la formalidad jurídica, como educación, salud 
y protección social. 

En su respuesta, el SERECI indicó que no existen mecanismos 
diferenciados para atender a NNASC y que su sistema de registros no 
contempla una categoría exclusiva para este grupo vulnerable. El SEGIP 
también reconoció la falta de registros diferenciados, lo que impide que 
los NNASC puedan acreditar su identidad y, por ende, ejercer plenamente 
otros derechos fundamentales.

Estas omisiones deben ser leídas a la luz del marco normativo nacional. El 
artículo 166 del Código Niña, Niño y Adolescente obliga al Estado a privilegiar 
programas y medidas de protección para niñas, niños y adolescentes en 
situación de calle; y el artículo 60 de nuestra norma Suprema exige que, 
el interés superior de la niñez oriente prioritariamente la actuación estatal. 
Sin embargo, un sistema que no coordina adecuadamente, no cuenta 
con protocolos de intervención y no registra de forma diferenciada a la 
población que debe proteger, incumple materialmente esa obligación de 
protección reforzada.
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En consecuencia, la débil articulación interinstitucional, la ausencia de 
protocolos y los vacíos de registro constituyen omisiones estatales que 
agravan la vulneración del derecho a la protección integral de NNASC. No 
se trata únicamente de problemas de gestión o de organización interna, 
sino de deficiencias estructurales que debilitan la capacidad del Estado 
para prevenir la permanencia en calle, activar respuestas oportunas y 
restituir derechos de manera integral y sostenida.

1.2.	  Vulneración del derecho a la identidad

El derecho a la identidad constituye un derecho humano fundamental y 
habilitante para el ejercicio de otras prerrogativas. No se reduce al nombre 
o a la existencia de un documento, sino que comprende el reconocimiento 
jurídico de la persona ante el Estado, la posibilidad de acreditar su 
existencia, su filiación y su nacionalidad, así como el acceso efectivo a 
los servicios y mecanismos de protección que dependen de dicha 
identificación. En el caso de NNA, este derecho adquiere una intensidad 
reforzada, porque de su garantía dependen el acceso a salud, educación, 
protección integral y justicia, entre otros ámbitos esenciales para su pleno 
desarrollo.

La CPE reconoce en su artículo 59.IV, que “toda niña, niño y adolescente 
tiene derecho a la identidad y la filiación respecto a sus progenitores”. En 
concordancia con ello, el Código Niña, Niño y Adolescente, en su artículo 
114, dispone que “el Estado debe garantizar la inscripción oportuna del 
nacimiento y la identidad de niñas, niños y adolescentes”; este mandato no 
es meramente declarativo: obliga a las instituciones estatales competentes 
a adoptar mecanismos accesibles, oportunos y adecuados para que 
ninguna niña, niño o adolescente quede excluido del reconocimiento 
formal de su existencia jurídica. 

Por su parte, los artículos 7 y 8 de la Convención sobre los Derechos del 
Niño establecen que, “el niño será inscrito inmediatamente después de 
su nacimiento y tendrá derecho desde que nace a un nombre, a adquirir 
una nacionalidad y a preservar su identidad” y desde esa perspectiva, la 
garantía del derecho a la identidad exige no solo la existencia de normas, 
sino también procedimientos que puedan ser efectivamente activados por 
poblaciones en situación de alta vulnerabilidad.

En el caso de NNASC, la investigación evidenció que la falta de 
documentación personal y las barreras para acceder a ella no constituyen 
un problema aislado o secundario, sino una manifestación concreta de 
exclusión institucional. Los hallazgos muestran que el acceso a certificados 
de nacimiento y cédulas de identidad continúa dependiendo –en 
numerosos casos– de la intervención de entidades externas, del apoyo 
de fundaciones y organizaciones de la sociedad civil o de la tramitación 
de estos documentos de educadores de calle, lo que revela una respuesta 
estatal insuficiente para garantizar de manera directa y sostenida este 
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derecho. En consecuencia, la afectación al derecho a la identidad no 
solo limita el reconocimiento jurídico de NNASC, sino que condiciona o 
dificulta el ejercicio de otros derechos fundamentales.

)	 Barreras normativas, administrativas e institucionales en el 
acceso al derecho a la identidad

La investigación identificó que, aunque el ordenamiento jurídico boliviano 
reconoce formalmente el derecho a la identidad y prevé mecanismos de 
gratuidad y facilitación para ciertos grupos en situación de vulnerabilidad, 
la respuesta institucional frente a NNASC sigue presentando barreras 
normativas, administrativas e institucionales que limitan el acceso efectivo 
a la documentación personal.

En lo que respecta al registro de nacimiento, el Tribunal Supremo Electoral, 
a través del SERECI, es la instancia responsable del registro civil en Bolivia 
y, por tanto, también del otorgamiento de certificados de nacimiento. En 
sus respuestas institucionales, el SERECI reportó haber alcanzado a 304 
NNASC en la gestión 2021 y a 150 NNASC en el 2023, haciendo un total 
de 454 NNASC atendidos mediante campañas realizadas con Fundación 
Alalay. 

Sin embargo, la propia institución señaló que la reducción de población 
atendida entre ambas gestiones se vinculó al retiro o disminución del apoyo 
de instituciones cooperantes y al agotamiento de saldos de duplicados 
de certificados adquiridos mediante cooperación extranjera. De forma 
textual, el SERECI informó que “las instituciones cooperantes se retiraron 
o dejaron de apoyar” y que hasta la gestión 2020 contaba con saldos 
de duplicados certificados de nacimiento adquiridos por la cooperación 
extranjera, los cuales se priorizaron para sectores vulnerables, incluyendo 
NNA en centros de acogida.

Este hallazgo es de especial relevancia para el análisis, y al mismo tiempo, 
preocupante para la institución defensorial, porque muestra que el acceso 
de NNASC al certificado de nacimiento no dependió exclusivamente 
de un sistema estatal, sino en buena medida de campañas específicas 
y de recursos externos. Ello evidencia una primera omisión institucional 
atribuible al TSE, en la medida en que la garantía del derecho a la identidad 
no puede quedar condicionada a la continuidad o disponibilidad de 
cooperación interinstitucional o extranjera. Cuando una institución estatal 
reconoce que el alcance de su atención a NNASC disminuye por el retiro 
de actores cooperantes, lo que está mostrando es que el mecanismo 
público no fue suficientemente fortalecido para garantizar por sí mismo 
el derecho.

A ello se suma que, aunque la normativa nacional prevé facilidades para 
la inscripción y obtención de documentos, la investigación no evidenció 
la existencia de un mecanismo especializado y permanente del SERECI 
para la atención de NNASC. En otras palabras, el problema no radica 
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únicamente en la ausencia de campañas, sino en la inexistencia de una ruta 
institucional estable, accesible y sostenida que permita a esta población 
activar su derecho a la identidad sin depender de apoyos externos. 

Desde la perspectiva del derecho a la identidad, esta situación configura 
una insuficiencia institucional que afecta especialmente a NNASC, por 
cuanto su realidad de desvinculación familiar, movilidad y precariedad 
hace inviable exigirles condiciones similares a las de una población con 
vínculos familiares estables y acompañamiento adulto regular.

En lo que respecta a la cédula de identidad, el SEGIP informó que la 
principal medida dirigida a esta población se encuentra en el D.S. N.° 4655, 
emitido el 2022, que permite otorgar cédulas de identidad gratuitas a 
personas en situación de calle. Sin embargo, del análisis al reglamento2 del 
citado decreto supremo mostró un elemento crítico: su artículo 6 establece 
que, para la emisión de la cédula gratuita, la persona beneficiaria debe 
circunscribir su requerimiento conforme a las condiciones exigidas para las 
Entidades Gestoras Externas y, en el caso de personas en situación de calle, 
dispone expresamente que deberán “acudir o ser asistidos” por alguna de 
las entidades señaladas por la norma para acceder a ese beneficio.

Esta exigencia normativa es jurídicamente problemática cuando se la 
contrasta con la realidad de NNASC. Si el acceso a un documento esencial 
como la cédula de identidad depende de la intermediación o asistencia 
de una entidad gestora externa, entonces el ejercicio del derecho deja de 
estar plenamente garantizado por el Estado y pasa a estar condicionado 
a la existencia de terceros que viabilicen el trámite. Para una población 
marcada por la desvinculación familiar, la movilidad, la informalidad y la falta 
de referentes estables, esta condición constituye una barrera de acceso, no 
una medida de protección reforzada. En términos de subsunción jurídica, 
ello implica que el diseño normativo actualmente aplicado por SEGIP no 
se adecua plenamente al mandato constitucional y legal de protección 
reforzada hacia NNASC, porque mantiene una estructura procedimental 
que no parte de su situación concreta de vulnerabilidad, sino que exige 
apoyos externos para poder activar el derecho.

La insuficiencia institucional en la garantía del derecho a la identidad 
resulta particularmente relevante si se considera que, en sus Observaciones 
finales sobre los informes periódicos quinto y sexto combinados del Estado 
boliviano, el Comité de los Derechos del Niño recomendó “aplicar con 
carácter urgente las políticas pertinentes para garantizar la inscripción de 
los nacimientos de todos los niños en situación de migración, en situación 
de calle o nacidos en zonas rurales” (Comité de los Derechos del Niño, 
2023, párr. 19). 

La referencia expresa a NNASC confiere a esta recomendación, un valor 
especialmente importante para el presente análisis, pues demuestra que 

2	  Aprobado por Resolución Administrativa SEGIP/DGE/110/2022
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el Estado boliviano fue advertido de manera concreta sobre la necesidad 
de remover barreras para el registro de nacimientos y la documentación 
de esta población. En consecuencia, la persistencia de mecanismos 
insuficientes, campañas dependientes de apoyo externo o procedimientos 
condicionados a la intervención de terceros permite concluir que el Estado 
no ha dado cumplimiento suficiente a esta recomendación internacional.

En ese sentido, desde el enfoque de derechos humanos, tanto en el caso 
de SERECI como en el de SEGIP, la vulneración no se expresa únicamente 
en la ausencia absoluta de atención, sino en la insuficiencia de los 
mecanismos existentes. En ambos casos, los hechos relevados muestran 
que la respuesta estatal no fue diseñada ni sostenida desde un enfoque 
de accesibilidad reforzada para NNASC. Ello genera una afectación 
material del derecho a la identidad, por omisión institucional y por 
configuración normativa inadecuada, y compromete la responsabilidad 
del TSE, a través de SERECI, y del SEGIP, como instancias directamente 
obligadas a garantizar el acceso efectivo a la documentación personal.

b)	 Efectos de la vulneración del derecho a la identidad sobre el 
acceso al derecho a la salud

La vulneración del derecho a la identidad no se agota en la ausencia 
de certificado de nacimiento o cédula de identidad como un problema 
registral aislado. En el caso de NNASC, la falta de documentación 
personal produce efectos concretos sobre el ejercicio del derecho a la 
salud, en la medida en que dificulta su adscripción al Sistema Único de 
Salud, limita el acceso regular a prestaciones médicas y obliga a recurrir 
a mecanismos extraordinarios o a la intermediación de terceros para 
recibir atención. 

Desde un enfoque de derechos humanos, ello implica que la omisión 
o insuficiencia estatal en garantizar el acceso efectivo a la identidad 
no solo compromete el contenido esencial de ese derecho, sino que 
también genera barreras materiales para el acceso a servicios de salud 
que, por mandato constitucional, deberían prestarse con prioridad 
reforzada a esta población.

En materia de salud, la relación entre identidad y acceso resulta directa. 
La propia normativa sanitaria reconoce que la documentación personal 
sigue operando, en la práctica administrativa, como requisito de ingreso 
al sistema. La Resolución Ministerial N.° 251, que reglamenta el Sistema 
Único de Salud, establece en su artículo 11.II que la cédula de identidad 
es el documento solicitado para el registro de las personas beneficiarias 
en el sistema de adscripción al SUS; a su vez, el parágrafo III prevé 
que, a través de trabajo social, SEDEGES, GAM, casas de acogida u 
organizaciones sociales, se pueda solicitar al SEGIP y al SERECI la emisión 
de documentos para personas indigentes o en situación de calle que no 
cuenten con ellos. 
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Esta previsión normativa evidencia que la carencia documental constituye 
una barrera real de acceso, que debe ser subsanada mediante gestiones 
complementarias. En consecuencia, cuando una NNASC no cuenta con 
cédula de identidad, su acceso regular, continuo y administrativo al sistema 
de salud queda condicionado a la activación de rutas extraordinarias que 
no siempre existen ni funcionan de forma oportuna.

El diagnóstico defensorial demuestra que esta barrera no es abstracta. 
En las verbalizaciones recogidas, la atención en salud de NNASC aparece 
muchas veces canalizada a través de instituciones privadas o servicios 
ambulatorios limitados, precisamente por la falta de documentación o 
por el desconocimiento de cómo acceder al sistema de salud de manera 
independiente. 

Un educador entrevistado en La Paz fue enfático al señalar que, “es muy 
difícil gestionar el tema de salud cuando no tienen SUS” e indicó que, 
cuando una niña, niño o adolescente no está adscrito, conseguir atención 
implica buscar familiares, conseguir una factura de luz prestada o “inventar” 
mecanismos para salvar las exigencias administrativas. 

Esta verbalización muestra con claridad que la falta de identidad 
documentada no solo afecta el reconocimiento jurídico de NNASC, 
sino que se traduce en obstáculos concretos para su atención 
médica, especialmente cuando requieren internación o atención de 
mayor complejidad.

Del mismo modo, una madre entrevistada en Cochabamba señaló lo 
siguiente: “Yo tengo mi carnet y mi SUS. De mis hijos no, por su documento 
(del padre) no estoy pudiendo sacar”. La declaración pone en evidencia 
que la imposibilidad de acceder a la documentación requerida para sus 
hijos derivó también en la dificultad de gestionar su incorporación al SUS. 

Este hecho resulta particularmente grave si se considera que se trata de 
niñas y niños bajo cuidado de una madre en situación de alta precariedad, 
cuyo acceso a derechos depende de documentación que no puede 
obtener debido a la ausencia o inaccesibilidad de los documentos del 
progenitor. Así, la falta de identidad documentada produce una afectación 
acumulativa: impide la cedulación o la regularización registral y, a partir de 
ello, restringe la posibilidad de acceso efectivo al sistema de salud.

A ello se suma que la restitución del derecho a la identidad de NNASC 
continúa dependiendo, en muchos casos, de apoyos extraordinarios 
de terceros. El propio diagnóstico recoge expresiones como: “Primero 
me lo ha sacado el joven José…” o “Yo he sacado mi carnet gracias 
al Carlos”. Las afirmaciones muestran que el acceso a documentos no 
está siendo garantizado de manera autónoma, directa y reforzada por 
el Estado, sino a través de la mediación de fundaciones, educadores u 
otras personas particulares. 
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Cuando el ejercicio del derecho a la identidad depende de esa 
intermediación, el Estado traslada de hecho la carga de restitución a 
actores no estatales y profundiza la vulneración, pues otros derechos 
—como la salud— continúan dependiendo en la práctica de la 
acreditación documental.

En ese contexto, la afectación del derecho a la salud se produce por omisión 
concurrente. Por una parte, el SERECI y el SEGIP incumplen su obligación 
principal cuando no aseguran mecanismos suficientemente accesibles, 
ágiles y adaptados a la situación específica de NNASC para la inscripción, 
emisión de certificados y cedulación. Por otro lado, el Ministerio de Salud 
y Deportes, los SEDES y los establecimientos de salud también incurren en 
una respuesta insuficiente cuando no desarrollan rutas efectivas para que la 
ausencia de documentos no se traduzca en obstáculos para la adscripción, 
atención continua y seguimiento. 

Esta omisión institucional se agrava si se considera que el Ministerio 
de Salud y Deportes informó que no cuenta con programas específicos 
dirigidos a NNASC y que el propio sistema de salud no dispone de un 
registro específico que permita identificar a los usuarios como NNASC, 
situación que también fue replicada por varios SEDES. La falta de 
identificación diferenciada no solo invisibiliza a esta población, sino 
que impide diseñar respuestas oportunas y adecuadas para remover las 
barreras que enfrentan.

Desde la perspectiva de subsunción jurídica, los hechos relevados permiten 
señalar que, la vulneración del derecho a la identidad incide de manera 
directa en la vulneración del derecho a la salud. Conforme a los artículos 
59 y 60 de la CPE, toda NNA tiene derecho a la identidad, al desarrollo 
integral y a la prioridad en la atención de los servicios públicos. 

En el mismo sentido, la CDN reconoce en sus artículos 7 y 8 el derecho 
a la inscripción y a la preservación de la identidad, y en su artículo 24 el 
derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud. A ello se suma que 
la Ley N.° 1152 reconoce la atención preferente a personas en situación 
de vulnerabilidad, y el D.S. N.° 2377 dispone acciones intersectoriales de 
salud integral con énfasis en NNASC.

 Por ello, cuando una NNASC no puede acceder de manera regular al 
sistema de salud por carecer de documentación, y cuando los mecanismos 
extraordinarios previstos no operan de manera efectiva, el Estado 
incumple su obligación de protección reforzada y convierte la identidad 
en una condición excluyente para el goce efectivo del derecho a la 
salud. En consecuencia, la responsabilidad institucional es concurrente. 
Corresponde de manera directa al TSE, a través del SERECI, y al SEGIP 
garantizar mecanismos accesibles, gratuitos y adaptados a la situación 
específica de NNASC para la inscripción de nacimientos, emisión de 
duplicados y cedulación. 
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Sin embargo, también corresponde al Ministerio de Salud y Deportes, 
a los SEDES y a los establecimientos de salud asegurar que la falta de 
documentación no derive en exclusión sanitaria, mediante mecanismos 
efectivos de adscripción, atención, seguimiento y articulación con 
instancias de protección. La ausencia de coordinación material entre estas 
instancias termina produciendo una vulneración acumulativa, en la que el 
derecho a la identidad deja de ser una garantía habilitante y se convierte 
en un factor que profundiza la exclusión del derecho a la salud de NNASC.

1.3.	  Vulneración al derecho a la salud 

El derecho a la salud de niñas, niños y adolescentes no se agota en la 
posibilidad abstracta de acudir a un establecimiento sanitario. Supone que 
el Estado garantice una atención accesible, oportuna, continua, adecuada 
a su edad y condición, y articulada con medidas de prevención, protección 
y restitución de derechos. En el caso de NNASC, esta obligación se 
intensifica, porque se trata de una población expuesta a mayores riesgos 
de enfermedad, consumo problemático, violencia sexual, infecciones de 
transmisión sexual, embarazos no planificados, desnutrición, deterioro de 
salud mental y discontinuidad en tratamientos.

La CPE reconoce en su artículo 18 el derecho a la salud, en sus artículos 35, 
36 y 37 dispone que el Estado, en todos sus niveles, debe protegerla como 
función suprema y primera responsabilidad financiera, y en su artículo 60 
establece que niñas, niños y adolescentes tienen prioridad en la atención 
de los servicios públicos.

 En el mismo sentido, el artículo 19 del Código Niña, Niño y Adolescente 
reconoce el derecho a la salud integral, el artículo 28 prevé medidas 
específicas, y el artículo 166.IV establece que los distintos niveles del Estado 
deben privilegiar programas para la atención de NNASC. A ello se suma 
el D.S. N.° 2377, que en su artículo 13.2 ordena acciones intersectoriales 
de atención, información, consejería y educación en salud sexual y salud 
reproductiva, ITS y VIH/SIDA, con énfasis en NNASC. La Ley N.° 1152, por 
su parte, amplía la atención integral y gratuita en salud y dispone atención 
preferente a personas en situación de vulnerabilidad. 

Sin embargo, los hallazgos de la investigación evidencian que, en el caso 
de NNASC, la garantía material del derecho a la salud y de los derechos 
sexuales y derechos reproductivos continúa siendo insuficiente. La 
información recabada muestra ausencia de lineamientos especializados, 
falta de registros diferenciados, débil adecuación del sistema a la realidad 
de esta población y respuestas institucionales predominantemente 
generales, no especializadas. En términos de derechos humanos, ello 
configura una omisión estatal, porque la igualdad formal en el acceso no 
satisface el estándar de protección reforzada cuando la población afectada 
enfrenta condiciones estructurales de exclusión.
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a)	 Ausencia de lineamientos, planificación y respuesta específica 
para NNASC en salud y DSDR

Una de las principales falencias identificadas radica en el ente rector de 
la política sanitaria nacional como es el Ministerio de Salud y Deportes, el 
cual no reportó la existencia de un programa, proyecto o servicio específico 
dirigido al trabajo con NNASC. En su respuesta institucional, remitida 
mediante CITE MSyD/VPVEyMT/DGPPS/UPSGyPS/CE/308/2025, el 
Ministerio concentró información de la Dirección General del Sistema 
Nacional de Salud, la Dirección General de Redes y Servicios de Salud, el 
Programa SAFCI Mi Salud y el Área de Salud Mental.

Sin embargo, en ninguna de esas respuestas se identificó una estrategia 
específica, sostenida y especializada orientada a NNASC. El Programa 
SAFCI Mi Salud incluso aclaró expresamente que “no cuenta con una 
intervención directa ni especializada dirigida exclusivamente a NNASC”, 
mientras que el Área de Salud Mental reconoció que tampoco existe un 
programa específico dirigido a NNASC con problemas de adicciones.

La respuesta ministerial insistió que, a través del SUS, se garantiza 
una atención universal, equitativa, oportuna y sin discriminación, 
añadiendo que, ante la falta de adscripción, las y los NNASC pueden 
acceder a servicios de emergencia; sin embargo, este argumento resulta 
insuficiente para desvirtuar la omisión identificada. La existencia de un 
sistema universal no exonera al Estado de su obligación de adoptar 
medidas diferenciadas cuando se trata de una población en situación de 
alta vulnerabilidad. 

Conforme al artículo 60 de la Constitución, el interés superior de la niña, 
niño y adolescente comprende la primacía en recibir protección y socorro 
en cualquier circunstancia, así como la prioridad en la atención de los 
servicios públicos. Por ello, una respuesta genérica, no especializada y 
no adaptada a la realidad de NNASC, resulta insuficiente para satisfacer 
el estándar constitucional de protección reforzada.

Además, esta omisión resulta jurídicamente relevante porque el Ministerio 
de Salud y Deportes no es una instancia meramente asistencial, sino 
el órgano rector facultado para formular, regular, conducir y evaluar la 
política sanitaria nacional. El Decreto Supremo N.° 5164, en su artículo 
2, define la estructura jerárquica del Ministerio, y el artículo 84 del 
Decreto Supremo N.° 4857, atribuye expresamente a la Ministra(o) de 
Salud y Deportes: proponer políticas públicas en salud (inc. 1), ejercer 
la rectoría, regulación y conducción sanitaria del sistema de salud (inc. 
2), evaluar la aplicación de las políticas a través de los servicios de salud 
(inc. 3), regular, planificar, controlar y conducir el Sistema Nacional de 
Salud (inc. 4), garantizar la salud de la población mediante promoción, 
prevención, curación y rehabilitación (inc. 6), proponer políticas, planes, 
programas y proyectos de prevención y rehabilitación de personas en 
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situación de drogadicción y adicciones (inc. 10), y proponer políticas, 
planes, programas y proyectos de promoción y prevención de la salud 
mental (inc. 12). 

Por lo tanto, ante una población que la propia Ley N.° 548 identifica como 
destinataria de programas específicos y frente a un reglamento como el 
D.S. N.° 2377 que ordena acciones con énfasis en NNASC, la ausencia de 
lineamientos especializados no constituye una carencia menor, sino una 
insuficiente adecuación de la política sanitaria nacional a obligaciones ya 
previstas en el marco normativo.

La respuesta ministerial, centrada en la existencia de un sistema 
universal, no desvirtúa esta omisión. La Ley N.° 1152 reconoce el acceso 
universal y gratuito, y el Reglamento del SUS aprobado por la RM N.° 
251 organiza técnicamente su implementación, pero ni la universalidad 
ni la no discriminación eximen al Ministerio de desarrollar medidas 
diferenciadas cuando una población presenta riesgos reforzados. En 
otras palabras, el Ministerio no incumple solo por no tener un “programa 
con nombre propio”, sino por no haber traducido su deber de rectoría 
en lineamientos, estrategias o rutas especializadas que permitan hacer 
operativa la protección reforzada que la Constitución, la Ley N.° 548 y el 
D.S. N.° 2377 exigen respecto de NNASC.  

Esta omisión también resulta incompatible con los estándares 
internacionales específicos sobre niñez en situación de calle. El Comité 
de los Derechos del Niño ha señalado que los Estados deben adoptar 
medidas específicas para esta población, garantizando que el acceso 
a servicios de salud sea efectivo, no discriminatorio y acorde a sus 
necesidades reales, incluyendo salud física, salud mental y salud sexual 
y reproductiva. Por ello, la falta de lineamientos especializados del 
Ministerio de Salud y Deportes debilita la capacidad del sistema para 
prevenir riesgos, dar continuidad a la atención y asegurar una protección 
material y diferenciada de los derechos de NNASC.

b)	 Falta de registro, seguimiento e identificación diferenciada 
de NNASC en el sistema de salud

Otro hallazgo central de la investigación es la falta de información 
desagregada y de registros específicos sobre NNASC en el sistema 
de salud. Esta omisión es particularmente grave, porque impide 
saber cuántas niñas, niños y adolescentes en situación de calle están 
siendo atendidos, qué prestaciones reciben, cuáles son sus principales 
necesidades médicas o de Derechos Sexuales y Derechos Reproductivos 
(DSDR) y qué resultados generan las intervenciones estatales. 

La propia respuesta del Área de Salud Mental del Ministerio de Salud y 
Deportes fue expresa al señalar que “el Sistema Nacional de Salud no 
cuenta con un registro específico que permita identificar a los usuarios 
como NNASC, por lo cual no se dispone de datos desagregados para 
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esta población”. Asimismo, el informe muestra que los SEDES tampoco 
pudieron acreditar una identificación específica y sostenida de la atención 
brindada a NNASC.

Esta carencia también tiene un sustento normativo incumplido. La Ley N.° 
1152 incorpora el Sistema Único de Información en Salud y dispone que 
este debe centralizar e integrar la información de todas las instituciones 
del sector salud, bajo administración del Ministerio de Salud, y que 
todas las entidades del Sistema Nacional de Salud deben proporcionar 
información en formato digital e interoperable de manera oportuna. 

En coherencia con ello, el artículo 84 del D.S. N.° 4857 impone al ministerio 
la obligación de evaluar la aplicación de las políticas a través de los servicios 
de salud y de regular, planificar, controlar y conducir el sistema nacional. 
Un sistema que no identifica de forma específica a la población que debe 
proteger con prioridad reforzada carece de herramientas mínimas para 
planificar, hacer seguimiento, asignar recursos y evaluar resultados. La 
ausencia de registro diferenciado, por tanto, no es una falla meramente 
técnica, sino una omisión que afecta la propia rectoría sanitaria. 

A nivel departamental, la omisión también compromete a los SEDES. 
El Decreto Supremo N.° 25233 establece en su artículo 1 que regula el 
modelo básico de organización, atribuciones y funcionamiento de los 
SEDES; en su artículo 2 los define como órganos con competencia de 
ámbito departamental; y en su artículo 3 les asigna, entre otras, las misiones 
de ejercer como autoridad de salud en el ámbito departamental (inc. a), 
establecer, controlar y evaluar permanentemente la situación de salud 
en el departamento (inc. b), promover la demanda de salud y planificar, 
coordinar, supervisar y evaluar su oferta (inc. c), velar por la calidad de los 
servicios de salud (inc. d), promover la participación del sector público 
y de la sociedad en la formulación y ejecución de planes, programas y 
proyectos de salud (inc. e), y coordinar acciones de promoción de la salud 
y prevención de enfermedades (inc. g). 

Además, el propio decreto dispone que el SEDES debe captar, procesar y 
difundir información para la construcción de indicadores y estándares de 
salud y realizar estudios e investigaciones que permitan formular, hacer 
seguimiento y evaluar la política de salud. Por ello, cuando los SEDES no 
identifican ni sistematizan la atención a NNASC, incumplen obligaciones 
sustantivas que la normativa les asigna expresamente.

Además, la falta de registro no solo compromete la respuesta operativa, 
sino también la propia rectoría sanitaria. Si el Ministerio de Salud y Deportes 
debe evaluar la aplicación de las políticas a través de los servicios de salud, 
y si los SEDES deben establecer, controlar y evaluar permanentemente 
la situación de salud en el departamento, la inexistencia de información 
específica sobre NNASC impide ejercer adecuadamente esas funciones. 
No se puede planificar, monitorear ni evaluar de forma suficiente una 
política pública respecto de una población que el propio sistema no logra 



RESUMEN EJECUTIVO - INFORME DEFENSORIAL DERECHOS A LA INTEMPERIE

37

TODAS Y TODOS SOMOS DEFENSORES DEL PUEBLO

Cumplimiento estatal de la protección integral a niñas, niños y adolescentes en situación de calle en Bolivia

identificar. En este punto, la omisión compromete tanto al nivel central 
como al nivel departamental.

A nivel internacional, el Comité de los Derechos del Niño advirtió que 
la falta de datos específicos sobre niños en situación de calle genera 
invisibilidad institucional y deriva en respuestas parciales, temporales 
o inadecuadas (Comité de los Derechos del Niño, 2017, párr. 7). Ese 
estándar resulta plenamente aplicable al caso analizado. Si el Estado 
no registra adecuadamente a NNASC, no puede identificar patrones, 
evaluar cobertura, monitorear resultados ni diseñar políticas específicas. 
La invisibilidad estadística se convierte entonces en una forma de 
desprotección que limita severamente la garantía del derecho a la salud 
de NNASC.

c)	 Barreras materiales para el acceso efectivo a salud y a derechos 
sexuales y derechos reproductivos

La investigación también evidenció que, aunque el marco normativo 
reconoce formalmente el acceso universal a la salud, ello no se traduce 
necesariamente en una garantía efectiva para NNASC. El problema 
no radica únicamente en la inexistencia de programas específicos, sino 
también en la falta de adecuación de los servicios de salud a la realidad 
de esta población y en la ausencia de rutas claras y especializadas para su 
atención continua. 

La Dirección General de Redes y Servicios de Salud informó que, desde 
2023, se consideran factores de riesgo adicionales el abandono escolar 
o el trabajo infantil y que, en casos de no adscripción al SUS, los NNASC 
pueden acceder a servicios de emergencia. Sin embargo, esta respuesta 
confirma que la intervención del sistema se activa principalmente frente 
a urgencias o factores generales de vulnerabilidad, pero no desde un 
abordaje integral, continuo y sostenido de la situación de calle.

La normativa vigente muestra que el Estado sí tenía el deber de reducir 
estas barreras. La Ley N.° 1152 dispone que las personas deben acceder a 
la atención integral en salud, a través de establecimientos del primer nivel, 
y que los servicios públicos están obligados a brindar atención preferente 
en la prestación de servicios y en los trámites administrativos a personas en 
situación de vulnerabilidad, incluyendo expresamente a NNA. 

La RM N.° 251, en su artículo 11, establece que la cédula de identidad 
es el documento solicitado para el registro en el sistema de adscripción 
al SUS, pero también prevé que, a través de los servicios de trabajo 
social, SEDEGES, GAM, casas de acogida u organizaciones sociales, 
pueda solicitarse al SEGIP y al SERECI la emisión de documentos para 
personas indigentes o en situación de calle; además dispone que, los 
establecimientos de primer nivel realicen la adscripción de la población 
de su área de influencia. Por tanto, cuando NNASC quedan fuera de una 
adscripción efectiva, cuando no se activan esos mecanismos extraordinarios 
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o cuando el acceso continúa dependiendo de terceros, no solo hay una 
dificultad social, sino un incumplimiento operativo de rutas que la propia 
normativa sanitaria ya prevé.

Los testimonios recogidos por el informe muestran con claridad estas 
barreras materiales. En La Paz, un educador señaló que: “Es muy difícil 
gestionar el tema de salud cuando no tienen SUS”, explicando que, para 
lograr una atención de mayor complejidad, deben buscar familiares, 
conseguir facturas de luz prestadas o “inventar” mecanismos para salvar 
exigencias administrativas incompatibles con la realidad de quienes no 
tienen vivienda fija. Esta verbalización muestra que el acceso real al sistema 
sanitario continúa condicionado por barreras documentales, administrativas 
y de acompañamiento que el Estado no ha solucionado de forma efectiva.

En materia de derechos sexuales y derechos reproductivos, la omisión resulta 
igualmente relevante. El Código Niña, Niño y Adolescente reconoce el 
derecho a la salud integral y el D.S. N.° 2377 ordena acciones intersectoriales 
de información, consejería y educación en salud sexual y salud reproductiva, 
ITS y VIH/SIDA, con énfasis en NNASC. Además, la Ley N.° 3729 obliga al 
Estado, a través del Ministerio de Salud y Deportes, a otorgar prestaciones 
médicas, asistencia hospitalaria y medicamentos antirretrovirales gratuitos a 
personas que viven con VIH-SIDA y no cuentan con seguro. 

A ello se suma que, tras la SCP N.° 0206/2014, el Ministerio aprobó mediante 
RM N.° 27/2015 el procedimiento técnico para la prestación de servicios 
de salud en el marco de la interrupción legal y segura del embarazo, 
reconociendo derechos de las usuarias a interrumpir legalmente el embarazo, 
recibir información y anticoncepción post aborto, y no ser discriminadas ni 
revictimizadas. Sin embargo, la investigación no evidenció que el sistema 
público de salud haya desarrollado rutas claramente diferenciadas y 
sostenidas para garantizar a NNASC acceso continuo a prevención de ITS, 
atención de violencia sexual, anticoncepción, salud mental y seguimiento 
del consumo problemático.

En términos de subsunción jurídica, ello revela una afectación del derecho 
a la salud y de los derechos sexuales y derechos reproductivos por omisión 
institucional. El Ministerio de Salud y Deportes incumple las obligaciones 
de rectoría, regulación, planificación, conducción y evaluación que le asigna 
el artículo 84 del DS N.° 4857, al no haber desarrollado lineamientos, 
estrategias y rutas especializadas suficientes para NNASC. 

Los SEDES incumplen las funciones que les asignan los artículos 3 y 5 del 
DS N.° 25233, al no establecer, controlar y evaluar de manera específica 
la situación de salud de esta población, ni traducir la demanda social 
en una oferta operativa adecuada, ni impulsar acciones suficientes de 
prevención, rehabilitación y reinserción frente a consumo problemático. Y 
los establecimientos de salud incumplen la obligación operativa derivada 
de la Ley N.° 1152 y de la RM N.° 251 cuando no aseguran atención 
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preferente, adscripción efectiva y activación de mecanismos extraordinarios 
para personas en situación de calle. En consecuencia, la mera existencia 
de servicios generales no satisface el estándar de garantía reforzada que la 
Constitución, la Ley N.° 548 y la normativa sanitaria imponen respecto de 
NNASC. 

Las consecuencias de esta omisión son profundas. La falta de atención 
diferenciada perpetúa la discontinuidad de tratamientos, agrava riesgos 
de salud física y mental, dificulta la prevención de ITS y embarazos no 
planificados, y limita la posibilidad de que NNASC ejerzan sus derechos en 
condiciones de igualdad material. De este modo, la omisión estatal en salud 
respecto de NNASC no solo se expresa en la inexistencia de programas 
específicos, sino en la falta de adecuación efectiva del sistema sanitario 
—en su nivel rector, departamental y operativo— a una población cuya 
situación exige medidas reforzadas, diferenciadas y sostenidas. La ausencia 
de esa adecuación convierte la igualdad formal del acceso universal en una 
respuesta insuficiente y mantiene a niñas, niños y adolescentes en situación 
de calle en un escenario de desprotección incompatible con el derecho a la 
salud integral y con los derechos sexuales y derechos reproductivos.

1.4.	  Graves vulneraciones y violencia institucional contra NNASC

El desarrollo de un proyecto de vida digno no constituye una expectativa 
abstracta o aspiracional, sino una dimensión concreta del derecho al 
desarrollo integral de NNA. La CPE, en su artículo 59, reconoce el derecho 
de toda niña, niño y adolescente a su desarrollo integral; y el artículo 60 
dispone que el interés superior debe guiar prioritariamente la actuación 
estatal, comprendiendo la primacía en recibir protección y socorro, así 
como la prioridad en la atención de los servicios públicos. En igual sentido, 
el Código Niña, Niño y Adolescente establece la obligación del Estado de 
garantizar condiciones para el ejercicio pleno de derechos y la superación 
de situaciones de amenaza o vulneración.

En el caso NNASC, la posibilidad de construir un proyecto de vida se ve 
directamente condicionada por la concurrencia de múltiples vulneraciones: 
violencia intrafamiliar, exclusión educativa, precariedad material, violencia 
institucional, consumo problemático, débil acceso a salud y ruptura o 
fragilidad de vínculos protectores. La investigación ya había advertido que 
el desarrollo de un proyecto de vida exige que NNASC puedan identificar 
su situación actual como algo que puede y debe cambiar, superando 
contextos de indefensión y exclusión. Sin embargo, los hallazgos muestran 
que esa posibilidad se encuentra severamente limitada por omisiones 
estatales concurrentes y por prácticas institucionales que, en algunos 
casos, no protegen, y en otros, directamente vulneran derechos.

Desde el enfoque de derechos humanos, ello implica que el análisis no debe 
centrarse únicamente en las trayectorias individuales de NNASC, sino en la 
forma en que la actuación u omisión del Estado refuerza o no interrumpe 
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los factores que restringen sus oportunidades reales de desarrollo. Cuando 
el Estado no previene la violencia intrafamiliar, no garantiza continuidad 
educativa, no adapta los servicios de salud y tolera prácticas coercitivas 
en el espacio público, no solo incumple deberes sectoriales específicos: 
obstaculiza estructuralmente la posibilidad de que NNASC construyan 
proyectos de vida protegidos, autónomos y dignos.

a)	 Violencia intrafamiliar, desprotección previa y permanencia en 
calle como afectación al derecho al desarrollo integral

La investigación cualitativa permitió identificar que, en la mayoría de 
los relatos, la situación de calle no aparece como una elección libre o 
espontánea, sino como consecuencia de trayectorias previas de violencia 
intrafamiliar, negligencia, abandono y precariedad. En el propio documento 
se señala que todas y todos los NNA consultados -que hicieron referencia 
a su historia- identificaron al menos una forma de violencia que se 
reproducía de manera constante en su núcleo familiar y que esa violencia 
se constituyó en una de las razones o factores expulsores de la salida del 
hogar. Asimismo, se identificó que, tras el ingreso al entorno de la calle, 
muchos NNASC generaron vínculos con otras personas en situación de 
calle, a partir de los cuales se reproducen mecanismos de sobrevivencia 
como pedir dinero, hurto, prostitución o consumo problemático.

Estos hechos deben ser leídos a la luz del artículo 59 de la Constitución, 
que reconoce el derecho a crecer y desarrollarse en el seno de la familia, y 
del artículo 35 del Código Niña, Niño y Adolescente, que obliga al Estado 
a adoptar medidas de protección cuando el entorno familiar no garantiza 
condiciones compatibles con la dignidad, seguridad y desarrollo integral. 
A su vez, la CDN establece, en sus artículos 19 y 20, que el Estado debe 
proteger al niño contra toda forma de violencia, perjuicio o abuso, y 
asegurar protección y asistencia especiales cuando no pueda permanecer 
en su medio familiar.

La subsunción es clara, cuando la violencia familiar opera como factor 
expulsor y no existen mecanismos estatales oportunos, eficaces y sostenidos 
para prevenirla, contenerla o reparar sus efectos, el Estado incumple su 
deber de protección reforzada. La situación de calle aparece entonces no 
solo como una consecuencia de la pobreza o la ruptura familiar, sino como 
evidencia de que la protección estatal no se activó de manera suficiente 
antes de la salida a calle o no logró interrumpirla una vez iniciada.

Esta omisión compromete de manera concurrente a las instituciones de 
protección del nivel municipal, particularmente a las DNA, como servicios 
encargados de activar medidas de protección, evaluación familiar, derivación 
y restitución de derechos; también involucra a los GAM, responsables de 
sostener esos servicios y dotarlos de capacidades efectivas de respuesta. Del 
mismo modo, la implicación en derechos humanos es directa y refiere que la 
desprotección frente a violencia intrafamiliar no solo vulnera el derecho a la 
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integridad y a la familia, sino que reduce de manera estructural la posibilidad 
de desarrollo integral y de construcción de proyectos de vida.

b)	 Falencias en la respuesta de protección y actuación inadecuada 
de las Defensorías de la Niñez y Adolescencia

La investigación también evidenció que la intervención de las DNA no 
siempre operó bajo un enfoque especializado y de restitución de derechos 
frente a NNASC. Los hallazgos cualitativos muestran dificultades reiteradas 
de coordinación, rechazo o dilación en la atención de casos y alta rotación 
de personal, lo que afecta la continuidad de la intervención. En particular, 
educadores reportaron que, en el GAM de El Alto, la DNA rechazó la 
atención de algunos casos de NNASC, alegando razones como que 
“pueden contagiar” a otros, o que no se los atendería porque se trataba 
de “situación de calle”. 

Asimismo, en un caso ocurrido en La Paz, una adolescente que había 
huido de su hogar por violencia intrafamiliar fue llevada a la DNA, pero la 
atención fue rechazada inicialmente bajo el argumento de que se requería 
una nota fiscal o un requerimiento fiscal, generando horas de espera y 
exposición adicional a riesgo.

Estos hechos son particularmente graves a la luz del marco normativo 
nacional. El Código Niña, Niño y Adolescente asigna a las DNA la obligación 
de brindar protección, evaluación y atención inmediata a niñas, niños y 
adolescentes cuyos derechos se encuentren amenazados o vulnerados. Por 
ello, el rechazo de casos, la exigencia de requisitos no razonables frente a 
una situación de urgencia o la reproducción de estigmas sobre NNASC no 
constituyen meros errores operativos, sino actuaciones incompatibles con 
el mandato legal de protección integral.

Desde una perspectiva de subsunción jurídica, la omisión se configura 
cuando, ante hechos de violencia intrafamiliar, situación de calle o 
alta vulnerabilidad, la institución llamada a proteger no activa una 
respuesta oportuna, no brinda atención inmediata o posterga la 
intervención con base en requisitos o prejuicios que no encuentran 
respaldo en la ley. En términos de derechos humanos, ello vulnera el 
derecho a la protección especial, a la integridad personal y al acceso 
oportuno a servicios de protección, y agrava la exposición de NNASC 
a nuevas situaciones de riesgo.

La responsabilidad institucional en este punto recae principalmente en 
los GAM que sostienen y administran las DNA donde se produjeron estas 
respuestas, en particular los GAM El Alto y GAM La Paz, así como en las 
propias DNA como instancias operativas. La alta rotación de personal 
y la falta de comprensión de la dinámica de situación de calle, también 
identificadas en los testimonios, muestran además una falencia estructural 
de capacitación y especialización en la respuesta institucional.
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c)	 Violencia institucional en el espacio público por parte de 
efectivos policiales y por guardias municipales 

Uno de los hallazgos más graves de la investigación es la existencia de 
violencia institucional contra NNASC en el espacio público, especialmente 
en su relación con la Policía Boliviana y con la Guardia Municipal en 
determinados municipios. El propio documento registra percepciones 
y verbalizaciones de NNASC que describen golpes, cobros irregulares, 
destrucción de espacios de pernocte y una relación coercitiva con la 
Policía Boliviana, particularmente en El Alto. También se registraron 
múltiples verbalizaciones en Cochabamba y Santa Cruz de la Sierra 
sobre actuaciones abusivas de la Guardia Municipal, incluyendo golpes, 
retenciones irregulares, quema de colchas y ropa, y vertido de sustancias 
sobre la cabeza de NNASC.

En el municipio de La Paz, los testimonios recogidos develan agresiones 
físicas por parte de servidores públicos policiales contra NNASC en 
espacios públicos. Un adolescente relató la forma en que fue agredido por 
una funcionaria policial, señalando lo siguiente: “Segunda experiencia que 
me han pegado. La policía joven me ha metido un rodillazo y me ha dicho, 
nunca más vuelvas a robar cabrón”. 

Señaló que en otra ocasión también sufrió un daño físico, por encontrarse 
consumiendo alcohol en la zona de Pura Pura, “me han hecho ponerme 
así… Pom!… un tolete y Pom! Pom! y mirá, verde he quedado”, describió. 
Estas verbalizaciones evidencian el uso de violencia física y castigo corporal 
por parte de efectivos policiales que intervinieron en la urbe paceña, sin 
que se advierta un abordaje compatible con la protección reforzada que 
corresponde a niñas, niños y adolescentes.

En la ciudad de El Alto del departamento de La Paz, la investigación 
identificó hechos de violencia física, amenazas, cobros irregulares y 
actos de connotación sexual atribuidos a servidores públicos policiales. 
Una adolescente refirió la siguiente verbalización: “una fémina me ha 
sopapeado… y a mí el oficial me ha empezado a manosear todo. Me tenía 
que quedar callada, porque me han amenazado con su torito”.

Otro adolescente, a su vez, describió la agresividad con la que son tratados: 
“te agarra la policía, te quita todo, te meten a una celda, no respetan 
nada. Aunque seas menor de edad no te respetan, te pegan”. Estas 
verbalizaciones permiten concluir que, en el caso de El Alto, los hechos no 
se limitaron al uso excesivo de la fuerza, sino que incluyeron intimidación, 
sustracción de pertenencias y afectaciones graves a la integridad personal 
y sexual de NNASC.

El diagnóstico realizado en la ciudad de Cochabamba también identificó 
actos de violencia institucional atribuibles a servidores públicos policiales. 
Un adolescente relató que, al salir de una fiesta, un policía le dijo que 
no podía consumir alcohol en la calle, le sembraron marihuana y 
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posteriormente hicieron otras acciones: “En una bolsa negra han echado 
agua, de ahí gas pimienta más, de ahí me han metido la cabeza en la bolsa 
negra y me ha chorreado el agua y más me ha escocido todo el cuerpo”. 

Otro joven, al referirse a sus experiencias de vida, expresó: “Ser narco, para 
vengarme de todos los policías que me han pegado. (...) Me han hecho 
bomba y eso que yo era menor en esos tiempos”. Estas verbalizaciones 
muestran que, en Cochabamba, algunos efectivos policiales recurrieron 
a prácticas que exceden cualquier actuación legítima de control, 
configurando tratos crueles y degradantes incompatibles con la dignidad 
humana y con la especial protección que merece la niñez y adolescencia.

En Santa Cruz de la Sierra, los testimonios también dan cuenta de 
hechos de violencia física atribuidos a servidores públicos policiales. Un 
adolescente en referencia a agresiones físicas señaló: “Si, una vez que 
estaba en la Alemana, creo que nos pegaron la policía... nos hacían poner 
en posición de trípode y ahí nos daban palo”. Otro NNASC, al explicar 
por qué sus compañeros y él eran golpeados y forzados a inhalar humo 
con gas pimienta, afirmó que ello sucedía “por joder nomás, y por lo que 
no tenemos muchos derechos nosotros. Como no tenemos con quien 
defendernos”. Estas verbalizaciones muestran que, en la urbe cruceña, la 
violencia institucional no solo se expresó mediante golpes y gas pimienta, 
sino también a través de una relación de poder marcada por la indefensión 
y la percepción de que, por su situación de calle, sus derechos pueden ser 
desconocidos con impunidad.

De manera diferenciada, la investigación identificó en el municipio de 
Cochabamba una actuación particularmente grave de la Guardia Municipal 
del GAM de Cochabamba. Los testimonios reportan traslados forzados 
al sector del Cristo, golpizas colectivas, despojo de ropa y zapatos, y 
abandono en zonas alejadas. Un joven relató que, “vienen en masa, te 
cargan y te llevan... al Cristo y ahí te apalean. A mí ya me han hecho mierda 
ya unas 4 veces”, mientras otro refirió que luego de ser golpeados “te 
botan tus zapatos... y como Cristo desvestido nos quedamos así”. Estos 
relatos describen una práctica reiterada de violencia física, humillación y 
exposición al peligro atribuida a guardias municipales en Cochabamba, 
que no puede ser entendida como una medida legítima de control del 
espacio público, sino como una forma de trato cruel, degradante y 
expulsivo contra personas en situación de calle.

En el municipio de Santa Cruz de la Sierra, la violencia institucional en 
el espacio público fue atribuida con especial frecuencia a la Guardia 
Municipal o Gendarmería del GAM Santa Cruz de la Sierra. Al respecto, 
una educadora señaló que, “los gendarmes fueron a la Beni y Cuarto anillo 
y a las 2 de la mañana bajaron y los pegaron a todos. Estaba haciendo frío, 
les quitaron la chompa a los chicos, agarraron su coche y los mojaron para 
que no se puedan calentar, y querían tocar a las chicas”. 
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En la misma línea, NNASC entrevistados indicaron que, “los gendarmes... 
esos nos pegan”, “vienen, nos queman las colchas, nos queman la ropa” y 
“nosotros corremos y ellos se enojan porque corremos y nosotros corremos 
porque no queremos que nos peguen”. Estas verbalizaciones muestran 
que, en Santa Cruz de la Sierra, la violencia municipal no solo se expresa en 
golpes, sino también en despojo de pertenencias, destrucción de objetos 
básicos de abrigo y acciones de hostigamiento destinadas a expulsar a 
NNASC del espacio público.

Estas actuaciones vulneran de manera directa el artículo 15 de la Constitución, 
que reconoce el derecho a la integridad física, psicológica y sexual, y prohíbe 
tratos crueles, inhumanos, degradantes o humillantes. También resultan 
incompatibles con el artículo 60 de la propia Constitución, que obliga 
al Estado a priorizar la protección de niñas, niños y adolescentes, y con el 
artículo 145 del Código Niña, Niño y Adolescente, que garantiza su derecho 
a la integridad personal. A nivel internacional, los artículos 19 y 37 de la 
CDN prohíben la violencia y los tratos crueles, inhumanos o degradantes, 
mientras que la Observación General N.° 21 exige que los Estados erradiquen 
respuestas represivas o de “limpieza social” frente a niños en situación de 
calle (Comité de los Derechos del Niño, 2017, párrs. 31 y 53).

La subsunción jurídica aquí es directa. Cuando agentes estatales o servidores 
públicos municipales golpean, humillan, retienen irregularmente o destruyen 
pertenencias esenciales de NNASC, se configura una vulneración por acción 
del derecho a la integridad personal, a la dignidad y, en determinados 
casos, a la libertad personal. No se trata de simples excesos aislados, sino 
de prácticas incompatibles con un enfoque de protección. Su gravedad se 
incrementa por tratarse de una población que, en vez de encontrar protección 
en el Estado, encuentra nuevas formas de violencia en sus funcionarios.

La responsabilidad institucional es diferenciada. En el caso de la Policía 
Boliviana, la omisión se vincula también a la falta de protocolos específicos 
de actuación frente a NNASC, ya advertida en el documento, lo que 
compromete a servidores públicos policiales que intervinieron en los 
municipios de La Paz, El Alto, Cochabamba y Santa Cruz de la Sierra, 
así como guardias municipales del GAM Cochabamba y del GAM Santa 
Cruz de la Sierra, donde se registraron hechos especialmente graves. Las 
implicaciones en derechos humanos son profundas debido a que estas 
prácticas no solo lesionan derechos inmediatos, sino que deterioran la 
confianza de NNASC en las instituciones públicas y refuerzan su exclusión 
de los servicios de protección.

d)	 Exclusión educativa, deserción escolar y ausencia de 
mecanismos efectivos de reinserción y nivelación

El desarrollo de un proyecto de vida también se ve severamente afectado 
por la exclusión educativa, la deserción escolar y la insuficiente aplicación 
de mecanismos de reinserción, permanencia y nivelación para niñas, niños y 
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adolescentes en situación de calle. El diagnóstico cualitativo identificó trayectorias 
educativas interrumpidas, abandono escolar, ingreso tardío o inexistente al 
sistema educativo, así como dificultades de nivelación y continuidad.

Una joven de Cochabamba expresó: “Yo nunca he ido a la escuela porque 
mis papás no han querido. Ya luego han fallecido y ya no nada”, mientras 
que en Santa Cruz otro adolescente señaló que, “Estaba en segundo de 
Secundaria, me salí por consumir hierba, me gustaba”. En La Paz, por otro 
lado, una joven relató: “Estaba en el cole pero ya no estamos yendo (…) 
porque no sabemos… es mucha cosa”; entre tanto en Cochabamba, otro 
adolescente indicó: “No estoy estudiando, desde el año pasado (...) Me 
he salido a medio año”, añadiéndose desde su entorno que “hay veces 
que hay materias que no entiendes, ya te aburres. Además, no había quien 
ayude igual”. Estas verbalizaciones muestran que la exclusión educativa de 
NNASC no responde a una sola causa, sino a la concurrencia de violencia, 
abandono, trabajo informal, consumo problemático, rezago escolar y falta 
de apoyo institucional sostenido.

La afectación compromete de manera directa el derecho a la educación 
y, de forma interdependiente, el derecho al desarrollo integral. La CPE 
reconoce en su artículo 17 el derecho a la educación, y en sus artículos 
59 y 60 establece que niñas, niños y adolescentes tienen derecho a su 
desarrollo integral y a recibir protección y atención prioritaria en los 
servicios públicos. 

La Ley N.° 070, en su artículo 1, reconoce que toda persona tiene derecho 
a recibir educación en todos los niveles de manera universal, gratuita, 
integral y sin discriminación; en su artículo 5.22 dispone la implementación 
de políticas y programas de atención integral educativa a poblaciones 
vulnerables y en condiciones de desventaja social; en su artículo 15 
prevé educación escolarizada integral para población en desventaja 
social, mediante programas especiales con servicios integrales de salud, 
alimentación, reinserción escolar y sociolaboral; y en su artículo 16 dispone 
que la Educación Alternativa y Especial prioriza a la población en situación 
de exclusión, marginación o discriminación. 

En el plano internacional, la Convención sobre los Derechos del Niño 
obliga al Estado, en sus artículos 28 y 29, a garantizar el acceso a la 
educación y orientar ese derecho al desarrollo integral de la personalidad, 
las capacidades y la dignidad del niño. 

En este marco, la primera responsabilidad institucional recae sobre el 
Ministerio de Educación, no solo por su rol general como ente rector, sino 
por mandato normativo expreso. La Ley N.° 070 establece en su artículo 
71 que la administración y gestión educativa es la instancia que planifica, 
organiza, dirige y controla los recursos del Sistema Educativo Plurinacional; 
en su artículo 72.1 dispone que el Estado, a través del Ministerio de 
Educación, ejerce tuición sobre la administración y gestión del sistema; 
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y en su artículo 77.1 lo reconoce como la máxima autoridad educativa, 
responsable de las políticas y estrategias educativas del Estado y de las 
políticas de administración y gestión educativa y curricular. 

A nivel departamental y subnacional, el artículo 78.1 de la misma ley 
establece que las Direcciones Departamentales de Educación son 
responsables de implementar las políticas educativas y la administración 
curricular en el departamento; y el artículo 78.3 y 78.5 atribuye 
responsabilidades de gestión educativa y administración curricular a las 
direcciones distritales y a las direcciones de unidades educativas. En 
consecuencia, la ausencia de una respuesta específica frente a NNASC no 
puede entenderse como un vacío indeterminado del sistema, sino como 
una omisión de la estructura estatal encargada de diseñar, implementar y 
conducir la política educativa. 

El propio diagnóstico defensorial muestra que esa omisión se expresa en 
la falta de una respuesta diferenciada. El Ministerio de Educación informó 
que no cuenta con programas, proyectos o servicios específicos para 
NNASC, que no contempla una categoría específica para “estudiantes 
en situación de calle” en el sistema de información educativa, y que 
no identificó mecanismos específicos de atención para esta población, 
limitando su respuesta a acciones generales de formación docente. Ello 
resulta relevante porque evidencia que, pese a tratarse de una población 
cuya exclusión educativa es estructuralmente más intensa, el ente rector no 
ha desarrollado una estrategia especializada de identificación, seguimiento 
y restitución del derecho a la educación.

Sin embargo, el análisis también debe precisar que el sistema educativo 
sí cuenta, en la norma, con mecanismos que deberían operar frente a 
situaciones de desventaja social o vulnerabilidad, aunque el diagnóstico 
no acredita su aplicación efectiva para NNASC. La Resolución Ministerial 
N.° 0001/2026 dispone en su artículo 19 que los directores de unidades 
educativas deben atender de manera prioritaria a estudiantes en situación 
de desventaja social o vulnerabilidad; que su inscripción puede realizarse 
durante toda la gestión educativa y sin discriminación; y que, en casos 
extremos, cuando el estudiante no cuente con documento de identidad, 
puede realizarse una inscripción provisional mediante Declaración Jurada 
de Buena Fe, asegurando su incorporación al sistema. 

La misma disposición establece que, si se identifica rezago escolar, la Comisión 
Técnico Pedagógica de la unidad educativa debe aplicar nivelación. Asimismo, 
la RM prevé el traslado durante la gestión de estudiantes en situación de calle 
para garantizar su permanencia, dispone que el uniforme no es obligatorio 
ni puede impedir el ingreso a clases, y ordena a la dirección de la unidad 
educativa implementar mecanismos que eviten retener a estudiantes por 
llegar tarde. En consecuencia, la omisión estatal en este punto no radica 
únicamente en la inexistencia de normas, sino en la insuficiente activación, 
seguimiento y traducción efectiva de esos mecanismos frente a NNASC.
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Los propios relatos del diagnóstico permiten advertir esa brecha entre 
norma y realidad. La verbalización de la joven de La Paz que dejó de asistir 
porque “no sabemos… es mucha cosa”, sumada a las declaraciones de 
Cochabamba donde otra persona entrevistada explica que “hay veces 
que hay materias que no entiendes, ya te aburres”, estas afirmaciones 
muestran que el rezago escolar y la falta de apoyo pedagógico no están 
siendo contenidos de manera efectiva.

A ello se suma el caso del adolescente de El Alto que logró volver al 
colegio con apoyo de su padre, pero cuya continuidad quedó en riesgo 
por no contar con uniforme, útiles y respaldo suficiente, lo que resulta 
particularmente problemático si se considera que la RM N.° 0001/2026 
prohíbe que el uniforme opere como impedimento de ingreso. De 
este modo, la exclusión educativa de NNASC no se explica solo por 
sus condiciones de vida, sino también por la respuesta insuficiente del 
sistema educativo para remover los obstáculos materiales, pedagógicos y 
administrativos que afectan su permanencia.

La vulneración aquí se produce por omisión institucional. El Ministerio de 
Educación incumple los deberes que le impone la Ley N.° 070, porque 
el artículo 71 dispone que la administración y gestión de la educación 
es la instancia que planifica, organiza, dirige y controla los recursos del 
Sistema Educativo Plurinacional; el artículo 72.1 establece que el Estado, a 
través del Ministerio de Educación, ejerce tuición sobre la administración y 
gestión del sistema; y el artículo 77.1 lo reconoce como la máxima autoridad 
educativa, responsable de las políticas y estrategias educativas del Estado 
y de las políticas de administración y gestión educativa y curricular. A ello 
se suma que la propia Ley N.° 070, en sus artículos 5.22, 15 y 16, ordena 
implementar políticas y programas de atención integral educativa para 
poblaciones vulnerables y en desventaja social, con reinserción escolar y 
atención prioritaria al rezago escolar. 

Por tanto, cuando el Ministerio de Educación no desarrolla una estrategia 
específica para una población cuya exclusión educativa es conocida y 
reiterada, incumple obligaciones expresamente previstas en la normativa 
educativa. Las Direcciones Departamentales de Educación también 
incumplen sus obligaciones, porque el artículo 78 de la Ley N.° 070 les 
atribuye responsabilidad en la implementación de las políticas educativas 
y de la administración curricular en el departamento. 

En consecuencia, cuando no aseguran, en la práctica, rutas efectivas de 
reinserción, nivelación, traslado y permanencia para NNASC, omiten el 
cumplimiento de competencias que la ley les asigna directamente. Y las 
direcciones distritales y de unidades educativas incumplen las obligaciones 
concretas que la RM N.° 0001/2026 les asigna cuando no activan 
oportunamente la inscripción excepcional, la flexibilización documental, la 
nivelación y los mecanismos de permanencia. 
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La ausencia de registros diferenciados, además, impide dimensionar la 
magnitud real del problema y debilita la capacidad de seguimiento estatal. 
Como resultado, la educación continúa operando para NNASC, más como 
una posibilidad contingente que como una garantía material y exigible, 
lo que restringe estructuralmente sus oportunidades presentes y futuras y 
afecta de manera directa su derecho al desarrollo integral. 

e)	 Consumo problemático, precariedad de vida en calle y 
ausencia de respuestas suficientes para la construcción de 
proyectos de vida

Finalmente, la investigación identificó que la situación de calle se encuentra 
atravesada por dinámicas de consumo problemático, precariedad material 
y estrategias de sobrevivencia que inciden directamente en la construcción 
de proyectos de vida. El propio diagnóstico advierte que, tras el ingreso 
al entorno de la calle, muchos NNASC incorporan mecanismos de 
sobrevivencia aprendidos en esos espacios, entre ellos pedir dinero, hurto, 
prostitución y consumo de alcohol y otras drogas, este último no puede 
ser reducido a una decisión individual, sino comprendido como parte 
de contextos previos de violencia, desprotección, trauma y exposición 
prolongada a entornos precarizados. 

Esta relación se evidencia en verbalizaciones como la que se recogió en la 
ciudad de Santa Cruz donde una verbalización refiere: “A mí me enseñaron 
allá en la mutualista a clefear, a los 8”, “En la calle me invitaron clefa. Ese fue 
mi primer vicio, la clefa. A los 8, 9” y “A mí me invitaron al salir del colegio 
(…) y como me gustó ya me salí”. En Cochabamba, otro adolescente 
señaló que: “Siempre es la misma mierda. Esta vaina pues, uno hace plata 
para esto (muestra su clefa), para esto, no ganas nada”, mientras que, por 
separado, una mujer afirmó que el consumo “Es una desesperación, que, si 
no tienes esa droga, puedes hasta robar, puedes hasta prostituirte”. Estas 
verbalizaciones muestran que el consumo problemático no solo acompaña 
la vida en calle, sino que reordena prioridades, deteriora vínculos y 
restringe de manera creciente las posibilidades de construir trayectorias 
protegidas y estables.

A ello se suma la precariedad material de las actuales formas de pernocte 
y sobrevivencia. El informe muestra que, aunque en algunos casos NNASC 
ya no duermen necesariamente a la intemperie, ello no implica una 
superación real de la situación de calle, sino una reconfiguración de sus 
dinámicas bajo condiciones igualmente precarias, inestables y riesgosas. 

Un educador en Santa Cruz explicó que varias persona menores de edad 
“no duermen en la calle, pero viven en alojamiento, se hacen amigos de 
los más grandes y viven en alojamientos y empiezan así”; en El Alto, una 
adolescente relató que, “Luego en el internet hay ratos nos dormíamos”; 
entre tanto, en Santa Cruz, otros NNASC señalaron que “Cuando llueve 
yo siempre me iba a lechusear”, “no siempre hay la plata” y “yo me iba 
al internet, a comer pollo me iba al internet y de ahí hasta las 11 estaba 
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en el internet y de ahí me iba a dormir. Todos los días hacía eso cuando 
estaba en calle”. 

Estas expresiones muestran que la vida en calle no solo se caracteriza por 
la exposición a consumo problemático, sino también por una precariedad 
cotidiana en el acceso a abrigo, descanso, alimentación y seguridad, lo 
que profundiza la desvinculación con trayectorias de inclusión educativa, 
sanitaria y familiar.

Desde la perspectiva normativa, estas realidades activan obligaciones 
estatales concretas. La CPE, en sus artículos 59 y 60, reconoce el 
derecho de toda niña, niño y adolescente al desarrollo integral y dispone 
la prioridad en recibir protección y socorro en cualquier circunstancia. 
El Código Niña, Niño y Adolescente establece políticas de protección 
especial orientadas a prevenir o restablecer derechos de niñas, niños y 
adolescentes en situación de calle y, en su artículo 166.IV.a), ordena que 
los distintos niveles del Estado privilegien programas para esta población. 

A ello se suma la Ley N.° 264, cuyo artículo 66 dispone que el nivel 
nacional y las entidades territoriales autónomas deben crear y dirigir 
programas de reeducación, rehabilitación y reinserción social para niñas, 
niños y adolescentes en situación de riesgo social. En materia de salud, 
el DS N.° 2377, en su artículo 13.2, ordena acciones intersectoriales 
de atención, consejería y educación en salud general, salud sexual y 
reproductiva, ITS y VIH/SIDA, con énfasis en niñas, niños y adolescentes 
en situación de calle. 

Por tanto, el Estado no solo debía atender la emergencia, sino desarrollar 
respuestas integrales, preventivas, terapéuticas y de restitución de 
derechos que interrumpan estas trayectorias de exclusión.

Sin embargo, la investigación mostró que no existen respuestas 
suficientes, uniformes ni sostenidas en la mayoría de los niveles de 
gobierno para abordar de manera integral estas dinámicas. El Ministerio 
de Salud y Deportes no acreditó programas específicos y su propia 
respuesta reconoció que no cuenta con una intervención directa ni 
especializada dirigida exclusivamente a NNASC y que tampoco existe un 
programa específico de salud mental o adicciones para esta población. 

Los GAM y las DNA tampoco evidenciaron mecanismos suficientemente 
articulados, continuos y especializados para interrumpir trayectorias de 
calle, sostener acompañamiento psicosocial y abrir oportunidades reales 
de inclusión. Si bien algunos programas departamentales y municipales 
han vinculado la atención a NNASC con drogodependencia, el propio 
diagnóstico muestra que las respuestas siguen siendo insuficientes y 
territorialmente desiguales. En consecuencia, la omisión estatal no solo 
deja intactos los riesgos, sino que contribuye a reducir progresivamente 
los horizontes de desarrollo de NNASC.
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En tal sentido, la vulneración aquí se produce por omisiones concurrentes. 
El Ministerio de Salud y Deportes incumple las obligaciones que le asigna 
el Decreto Supremo N.° 4857, artículo 84, al no adecuar de manera 
suficiente la política sanitaria a NNASC, pese a que dicha norma le atribuye 
la rectoría, regulación y conducción del sistema de salud, así como la 
formulación de políticas, planes, programas y proyectos en salud mental, 
prevención y rehabilitación frente a adicciones.

A ello se suma el incumplimiento del artículo 13.2 del Decreto Supremo 
N.° 2377, que ordena acciones intersectoriales de atención, información, 
consejería y educación en salud, salud sexual y salud reproductiva, ITS y 
VIH/SIDA, con énfasis en NNASC. 

Los GAM incumplen lo dispuesto en el artículo 184 de la Ley N.° 548, 
que les atribuye la ejecución de políticas de protección integral, así como 
la Disposición Transitoria Décima Primera de la misma ley, que obliga a 
diseñar e implementar una política pública específica para NNASC; y, a 
través de las DNA, también incumplen el artículo 188.v de la Ley N.° 548, 
que establece la obligación de derivar a programas especializados, así 
como sus deberes de protección y restitución oportuna de derechos.

Por su parte, el entonces Ministerio de Justicia y Transparencia Institucional, 
en su condición de ente rector del sistema de niñez al momento del 
levantamiento de información, incumplió las obligaciones derivadas de los 
artículos 159 a 164 de la Ley N.° 548, que regulan el Sistema Plurinacional 
de Protección Integral de la Niña, Niño y Adolescente (SIPPROINA) y, 
en particular, de su artículo 164.c, referido a las políticas de protección 
especial orientadas a prevenir o restablecer derechos de NNASC.

Además, incumplió el mandato del artículo 166.IV.a de la Ley N.° 548 y 
de la Disposición Transitoria Décima Primera, al no acreditar una política 
pública específica, articulada y sostenida que permitiera interrumpir estas 
trayectorias de exclusión. En ese marco, el consumo problemático, la 
precariedad material y la ausencia de respuestas suficientes vulneran los 
artículos 59 y 60 de la CPE, que garantizan el derecho al desarrollo integral 
y la prioridad en la protección de NNA, así como el artículo 39 de la CDN, 
que obliga al Estado a promover la recuperación física y psicológica y la 
reintegración social de niñas, niños y adolescentes víctimas de abandono, 
explotación, abuso o cualquier otra forma de vulneración.

2.	 Conclusiones

La presente investigación defensorial permitió establecer que la situación 
de NNASC en Bolivia constituye una problemática estructural de derechos 
humanos, caracterizada por la concurrencia de múltiples vulneraciones y 
por una respuesta estatal insuficiente, fragmentada y, en determinados 
ámbitos, omisiva. Los hallazgos obtenidos permiten concluir que el 
Estado, en sus distintos niveles, no desarrolló de manera efectiva, políticas, 
programas, mecanismos de articulación y respuestas especializadas 
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orientadas a prevenir la situación de calle, proteger de manera oportuna a 
esta población y restituir integralmente sus derechos.

En consecuencia, la investigación evidencia que la situación de calle de 
NNA no puede ser comprendida únicamente como un fenómeno de 
exclusión social o precariedad económica, sino como la expresión de 
fallas acumuladas de protección familiar, comunitaria e institucional. La 
permanencia en calle, la desvinculación familiar no atendida, la insuficiencia 
de servicios especializados, la violencia institucional y la ausencia de 
mecanismos diferenciados de acceso a derechos muestran que el Estado 
no está cumpliendo su deber de protección integral hacia esta población 
de manera plena y reforzada.

2.1.	 Incumplimiento y omisión de obligaciones para garantizar el 
derecho a la protección y a la familia

La investigación permitió concluir que existe una falta de ejecución de 
obligaciones estatales en relación con el derecho a la protección y a la 
familia de niñas, niños y adolescentes en situación de calle. En el nivel 
central, el entonces Ministerio de Justicia y Transparencia Institucional 
no acreditó la existencia de una política pública específica, integral y 
sostenida para NNASC, pese a que la Disposición Transitoria Décimo 
Primera del Código Niña, Niño y Adolescente impuso expresamente al 
Estado la obligación de diseñarla e implementarla. Esta omisión debilitó la 
rectoría nacional, la planificación pública y la articulación de respuestas en 
los niveles subnacionales.

En el nivel departamental, la mayoría de los Gobiernos Autónomos 
Departamentales no acreditaron la existencia de programas especializados 
suficientes para NNASC, a pesar de que el artículo 183 del Código 
Niña, Niño y Adolescente les asigna la responsabilidad de diseñar e 
implementar centros y programas de atención para esta población. Salvo 
los departamentos de Cochabamba y Santa Cruz, no se evidenció una 
respuesta especializada, sostenida y adecuada a la complejidad de la 
situación de calle. En consecuencia, corresponde concluir que los GAD 
de La Paz, Oruro, Potosí, Chuquisaca, Tarija, Pando y Beni no dieron 
cumplimiento suficiente a sus obligaciones de protección especial.

En el nivel municipal, la insuficiencia también es evidente. Solo algunos 
municipios reportaron programas o servicios activos relacionados con 
NNASC, mientras que en la mayoría predominan respuestas indirectas, 
acciones aisladas o ausencia de información. Particularmente, el GAM de 
La Paz no proporcionó información alguna sobre programas, protocolos o 
mecanismos especializados; el GAM de El Alto informó que el programa 
que atendía a NNASC dejó de operar para esta población desde 2024; 
y el GAM de Santa Cruz de la Sierra indicó una atención bajo el criterio 
de “riesgo social”, sin haber acreditado un programa específico dirigido 
a NNASC. En consecuencia, la respuesta municipal no opera como una 
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garantía efectiva de protección integral, sino como una intervención 
desigual, episódica y en muchos casos insuficiente.

Asimismo, la investigación demostró que la situación de calle de 
NNASC está estrechamente vinculada a trayectorias previas de violencia 
intrafamiliar, negligencia, abandono y ausencia de respuesta oportuna 
de los mecanismos de protección. Por tanto, la vulneración del derecho 
a la protección no se expresa solo en la falta de programas o servicios, 
sino también en la incapacidad del Estado para prevenir la salida a calle, 
interrumpirla oportunamente y restituir condiciones mínimas para la vida 
familiar, el cuidado y el desarrollo integral.

2.2.	 Incumplimiento y omisión de obligaciones para garantizar el 
derecho a la identidad

La investigación concluye que el derecho a la identidad de NNASC no está 
siendo garantizado de manera suficiente, accesible y sostenida. Si bien 
existen mecanismos normativos para la emisión gratuita de certificados 
de nacimiento y cédulas de identidad, la respuesta institucional de 
las entidades competentes sigue dependiendo, en gran medida, de 
campañas específicas, acompañamiento externo o intervención de 
entidades gestoras, lo que evidencia una insuficiencia estructural en la 
garantía directa de este derecho.

En este marco, el TSE, a través del SERECI, si bien reportó atención a 
NNASC mediante campañas específicas, no acreditó la existencia de 
un mecanismo permanente, especializado y autónomo que garantice el 
acceso sostenido de esta población al registro civil. La reducción de la 
atención reportada, vinculada a la disminución de apoyo de instituciones 
cooperantes, demuestra que la garantía efectiva del derecho a la identidad 
continúa dependiendo de factores externos y no exclusivamente de una 
respuesta estatal consolidada.

Del mismo modo, el SEGIP mantiene un diseño procedimental que, 
conforme al D.S. N.° 4655 y su reglamentación, condiciona la cedulación 
gratuita de personas en situación de calle a la asistencia de entidades 
gestoras externas. Esta exigencia resulta inadecuada cuando se trata 
de NNASC, pues transforma una medida de acceso en una barrera 
procedimental para una población caracterizada precisamente por la falta 
de redes de apoyo, la movilidad y la desvinculación familiar.

En consecuencia, la vulneración del derecho a la identidad no se limita a la 
ausencia de documentos, sino que compromete el acceso a otros derechos 
fundamentales, entre ellos la salud, la educación y la protección integral. 
La investigación demuestra, por tanto, que existe un incumplimiento 
concurrente del SERECI y del SEGIP en la garantía plena y reforzada del 
derecho a la identidad de NNASC.
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2.3.	 Incumplimiento y omisión de obligaciones para garantizar 
el derecho a la salud y los derechos sexuales y derechos 
reproductivos

La investigación evidenció que el derecho a la salud y los derechos sexuales 
y derechos reproductivos de NNASC no están siendo garantizados de 
manera plenamente efectiva, continua y diferenciada, aunque el Ministerio 
de Salud y Deportes sostuvo que el Sistema Único de Salud garantiza 
atención universal, equitativa y sin discriminación, no acreditó la existencia 
de programas, estrategias ni lineamientos específicos dirigidos a NNASC, 
ni tampoco mecanismos especializados que respondan a la situación de 
vulnerabilidad reforzada en que se encuentran.

Asimismo, se estableció que el sistema público de salud no cuenta con 
registros específicos que permitan identificar de manera clara a NNASC 
como población atendida. El área de Salud Mental del Ministerio de Salud 
y Deportes reconoció que el Sistema Nacional de Salud no cuenta con un 
registro específico para identificar a usuarios como NNASC. Esta misma 
insuficiencia se proyecta a los SEDES: solo el SEDES La Paz acreditó alguna 
atención a esta población a través del CDVIR, aunque sin datos estadísticos 
específicos ni sistematización diferenciada. En cambio, los SEDES de 
Pando, Santa Cruz y Chuquisaca respondieron expresamente que el SNIS 
no cuenta con variables o categorías específicas para identificar a NNASC.

La ausencia de registros diferenciados, de estrategias específicas y de 
respuestas adaptadas a la realidad de NNASC impide conocer la cobertura 
real de atención, las principales necesidades de salud física, mental y sexual 
y reproductiva, así como la efectividad de las intervenciones realizadas. En 
consecuencia, la investigación permite concluir que el Ministerio de Salud 
y Deportes y los SEDES incurren en omisiones concurrentes que limitan 
la garantía material del derecho a la salud y de los derechos sexuales y 
derechos reproductivos de NNASC.

2.4.	 Incumplimiento y omisión de obligaciones para garantizar el 
desarrollo de los proyectos de vida de NNASC

La investigación concluye que el Estado no está generando condiciones 
suficientes para que niñas, niños y adolescentes en situación de calle 
puedan construir proyectos de vida dignos, protegidos y sostenibles. Por 
el contrario, la permanencia en calle se ve reforzada por la concurrencia de 
violencia intrafamiliar no atendida adecuadamente, respuestas débiles de 
protección institucional, exclusión educativa, insuficiente acceso a salud y 
violencia institucional en el espacio público.

En este punto, uno de los hallazgos más graves es la existencia de hechos 
de violencia institucional ejercidos por agentes estatales y servidores públicos 
contra NNASC, particularmente en la relación con la Policía Boliviana en los 
municipios de La Paz, el Alto, Cochabamba y Santa Cruz de la Sierra y con la 
Guardia Municipal en municipios como Cochabamba y Santa Cruz de la Sierra. 
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Los testimonios y percepciones recogidos evidencian golpes, humillaciones, 
retenciones arbitrarias y destrucción de pertenencias, lo que constituye una 
afectación directa al derecho a la integridad personal y a la dignidad humana.

Asimismo, la investigación mostró falencias importantes en la actuación de 
las DNA, particularmente en municipios como El Alto y La Paz, donde se 
registraron rechazos, dilaciones o exigencias inadecuadas frente a casos de 
alta vulnerabilidad. Estas respuestas son incompatibles con la obligación de 
brindar protección inmediata y especializada a niñas, niños y adolescentes 
cuyos derechos se encuentran amenazados o vulnerados.

En el ámbito educativo, se concluye también que la ausencia de mecanismos 
diferenciados de identificación, reinserción y seguimiento escolar limita 
seriamente las oportunidades de desarrollo de NNASC. El Ministerio de 
Educación no acreditó programas específicos, categorías diferenciadas de 
registro, protocolos ni niveles de coordinación institucional orientados a 
esta población, lo que demuestra una omisión relevante en la garantía 
material del derecho a la educación y del derecho al desarrollo integral.

En consecuencia, la investigación establece que existe una omisión estatal 
estructural en el desarrollo de facilidades para garantizar proyectos de vida 
y oportunidades de desarrollo a NNASC. Esta omisión es atribuible, de 
forma concurrente, a distintas instituciones estatales por acción u omisión: 
a la Policía Boliviana en los municipios de La Paz, el Alto, Cochabamba y 
Santa Cruz  de la Sierra  y a Guardias Municipales de Cochabamba y Santa 
Cruz de la Sierra por actos de violencia institucional; a los GAM y a las DNA 
por respuestas insuficientes o inadecuadas de protección; y al Ministerio de 
Educación y al Ministerio de Salud y Deportes por no haber desarrollado 
respuestas suficientemente adaptadas a la realidad de esta población. 
La consecuencia de esta suma de omisiones es la reducción efectiva de 
oportunidades de inclusión, autonomía y desarrollo integral para NNASC.

3.	 Determinaciones Defensoriales

La Defensoría del Pueblo, en uso de las atribuciones conferidas por los 
artículos 222.3 y 222.5 de la Constitución Política del Estado, así como por 
los artículos 5.3, 24, 25 y 26 de la Ley N.° 870 del Defensor del Pueblo, y 
con base en los hallazgos de la presente investigación defensorial, emite 
las siguientes determinaciones:

3.1.	 Recomendaciones

Al Ministerio de la Presidencia:
En cumplimiento del artículo 60 de la Constitución Política del Estado; 
de los artículos 14, 15. I, 164.c), 166.IV, 178, 179 y Disposición Transitoria 
Décimo Primera de la Ley N°548; y de los Decretos Supremos N°4857, 
N°5488 y N°5493:
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a)	 Formular y aprobar un plan o política pública de alcance 
nacional en materia de niñez y adolescencia que incorpore un 
componente específico de prevención, atención, protección 
y restitución de derechos de niñas, niños y adolescentes en 
situación de calle.

b)	 Desarrollar un módulo especifico en el Sistema de Información 
de la Niña, Niño y Adolescente - SINNA sobre niñas, niños y 
adolescentes en situación de calle.

c)	 Elaborar un protocolo integral de prevención, atención y 
restitución de derechos de niñas, niños y adolescentes en 
situación de calle, de aplicación articulada entre las instancias 
competentes del nivel central, departamental y municipal, en 
el marco del sistema de protección integral.

Al Ministerio de Salud y Deportes:
En cumplimiento de los artículos 9.5, 18, 35.I y 36 de la Constitución 
Política del Estado; de los artículos 18, 19, 21, 28.I, 28.II y 166.IV de la Ley 
N.° 548; del artículo 33 de la Ley N.° 3729; y de la Resolución Ministerial 
N.° 251/2021:

a)	 Emitir un instructivo para que el sistema público de salud 
brinde atención integral en salud y salud sexual y reproductiva 
de niñas, niños y adolescentes en situación de calle sin ningún 
tipo de discriminación.

b)	 Modificar el artículo 11 del Reglamento del Sistema Único 
de Salud aprobado por Resolución Ministerial N.° 251/2021, 
incorporando una vía excepcional de adscripción y atención 
para niñas, niños y adolescentes en situación de calle, que 
permita el acceso a servicios de salud mediante registro 
provisional y atención prioritaria.

A los Gobiernos Autónomos Departamentales de La Paz, Oruro, 
Potosí, Chuquisaca, Tarija, Beni y Pando:
En cumplimiento de los artículos 60 y 300.I.30 de la Constitución Política 
del Estado; y de los artículos 166.IV, 182 y 183 y Disposición Transitoria 
Décimo Primera de la Ley N°548:

a)	 Implementar los programas de prevención, abordaje y 
atención a niñas, niños y adolescente en situación de calle 
que garantice la restitución de derechos a la salud, educación, 
protección, reintegración familiar cuando corresponda y 
construcción de proyectos de vida.
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A los Gobiernos Autónomos Municipales de La Paz, Oruro, Potosí, 
Sucre, Tarija, Trinidad, Santa Cruz, Cochabamba, Cobija y El Alto:
En cumplimiento de los artículos 15, 60, 302.I.36, 302.I.39 de la Constitución 
Política del Estado, los artículos 145, 166.IV, 184, 185, 188.V de la Ley N.º 
548, así como las recomendaciones 16, 17 y 18 de la Observación General 
21 elaborada en el marco de la Convención sobre los Derechos del Niño:

a)	 Implementar un programa municipal integral de prevención, 
abordaje, atención y restitución de derechos para niñas, niños 
y adolescentes en situación de calle.

b)	 Fortalecer las capacidades técnicas de las Defensorías de 
la Niñez y Adolescencia para la atención de niñas, niños y 
adolescentes en situación de calle. 

c)	 Implementar normativa interna para la actuación de la Guardia 
Municipal frente a niñas, niños y adolescentes en situación 
de calle, incorporando un enfoque de derechos humanos y 
protección especial.

d)	 Desarrollar procesos obligatorios de capacitación dirigidos al 
personal operativo de la Guardia Municipal sobre derechos 
humanos y estándares de actuación frente a niñas, niños y 
adolescentes en situación de calle.

e)	 Proponer y gestionar la aprobación de una ley municipal sobre 
la prevención, abordaje, atención y restitución de derechos 
para niñas, niños y adolescentes en situación de calle.

Al Comando General de la Policía Boliviana:
En cumplimiento del artículo 37 de la Convención sobre los Derechos del 
Niño; de los artículos 15.I, 60, 61.I y 114 de la Constitución Política del 
Estado; de los artículos 145 y 276.II de la Ley N.° 548 y de la Ley N.° 734:

a) Formular y aprobar un Protocolo de actuación policial respecto a 
niñas, niños y adolescentes en situación de calle que garantice 
los derechos a la integridad personal, dignidad y prohibición 
a todo tipo de discriminación de dicha población.

Al Tribunal Supremo Electoral, a través del SERECI, y al SEGIP:
En cumplimiento del artículo 59.IV de la Constitución Política del Estado; 
de los artículos 109 y 114 de la Ley N.° 548; y de los artículos 7 y 8 de la 
Convención sobre los Derechos del Niño:

a)	 Adecuar sus procedimientos y mecanismos de atención 
para garantizar el acceso gratuito, efectivo, oportuno y no 
condicionado de niñas, niños y adolescentes en situación de 
calle a certificados de nacimiento y cédulas de identidad.
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Al Ministerio de Educación:
En cumplimiento del artículo 81.II de la Constitución Política del Estado; 
de los artículos 15 y 17.1 de la Ley N.° 070; de los artículos 115, 164.c) y 
166.IV de la Ley N.° 548; y del artículo 32 del Decreto Supremo N.° 2377:

a)	 Emitir orientaciones técnicas para la respuesta educativa 
frente a NNASC, priorizando medidas de nivelación, 
acompañamiento y articulación con las Defensorías de la 
Niñez y Adolescencia y otras instancias de protección.

3.2. Sugerencias
A la Asamblea Legislativa Plurinacional:
En cumplimiento a los estipulado en los artículos 158.3) y 162.I.2) de la 
Constitución Política del Estado:

a)	 Gestionar el tratamiento y aprobación del Proyecto de Ley 
de Prevención y Atención Intersectorial de Niñas, Niños y 
Adolescentes en Situación de Calle y en Riesgo de Situación 
de Calle, a fin de garantizar el ejercicio pleno de sus derechos 
fundamentales y promover su desarrollo integral, mediante 
el establecimiento de acciones de prevención, abordaje, 
atención integral e intersectorial dirigidas a esta población.
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